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CONCESIÓN DE NACIONALIDAD A LOS SAFARDÍES

Ley 12/2015, de 24 de junio, en materia de concesión de la 
nacionalidad española a los sefardíes originarios de España1

PREÁMBULO
I

Se denomina sefardíes a los judíos que vivieron en la Península Ibérica 
y, en particular, a sus descendientes, aquéllos que tras los Edictos de 1492 
que compelían a la conversión forzosa o a la expulsión tomaron esta drás-
tica vía. Tal denominación procede de la voz “Sefarad”, palabra con la que 
se conoce a España en lengua hebrea, tanto clásica como contemporá-
nea. En verdad, la presencia judía en tierras ibéricas era firme y milenaria, 
palpable aún hoy en vestigios de verbo y de piedra. Sin embargo, y por 
imperativo de la historia, los judíos volvieron a emprender los caminos de 
la diáspora, agregándose o fundando comunidades nuevas sobre todo en 
el norte de África, en los Balcanes y en el Imperio Otomano.

Los hijos de Sefarad mantuvieron un caudal de nostalgia inmune al 
devenir de las lenguas y de las generaciones. Como soporte conservaron 
el ladino o la haketía, español primigenio enriquecido con los préstamos 
de los idiomas de acogida. En el lenguaje de sus ancestros remedaban los 
rezos y las recetas, los juegos y los romances. Mantuvieron los usos, res-
petaron los nombres que tantas veces invocaban la horma de su origen, y 
aceptaron sin rencor el silencio de la España mecida en el olvido.

La memoria y la fidelidad han permanecido a lo largo de los tiempos 
en una numerosa comunidad que mereció el honor de recibir su recono-

1 BOE núm. 151, de 25 de junio de 2015.
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cimiento con el Premio Príncipe de Asturias de la Concordia en 1990. Fue 
una decisión animada por el deseo de contribuir, después de casi cinco 
siglos de alejamiento, a un proceso de concordia que convoca a las co-
munidades sefardíes al reencuentro con sus orígenes, abriéndoles para 
siempre las puertas de su antigua patria. El otorgamiento de este premio 
había sido precedido, poco antes por un acontecimiento histórico: la pri-
mera visita de un Rey de España a una sinagoga. Fue el 1 de octubre de 
1987 en el templo sefardí Tifereth Israel de Los Ángeles, California.

En los albores del siglo XXI, las comunidades sefardíes del mundo 
se enfrentan a nuevos desafíos: algunas quedaron maltrechas bajo la 
furia de los totalitarismos, otras optaron por los caminos de retorno a 
su añorada Jerusalén; todas ellas vislumbran una identidad pragmática 
y global en las generaciones emergentes. Palpita en todo caso el amor 
hacia una España consciente al fin del bagaje histórico y sentimental de 
los sefardíes. Se antoja justo que semejante reconocimiento se nutra de 
los oportunos recursos jurídicos para facilitar la condición de españoles a 
quienes se resistieron, celosa y prodigiosamente, a dejar de serlo a pesar 
de las persecuciones y padecimientos que inicuamente sufrieron sus an-
tepasados hasta su expulsión en 1492 de Castilla y Aragón y, poco tiempo 
después, en 1498, del reino de Navarra. La España de hoy, con la presente 
Ley, quiere dar un paso firme para lograr el reencuentro de la definitiva 
reconciliación con las comunidades sefardíes.

La formación en España de una corriente de opinión favorable a los 
sefardíes proviene de tiempos de Isabel II, cuando las comunidades judías 
obtuvieron licencias para poseer cementerios propios, por ejemplo, en 
Sevilla y, más tarde, la autorización para abrir algunas sinagogas.

Siendo Ministro de Estado Fernando de los Ríos se estudió por la Pre-
sidencia del Gobierno la posibilidad de conceder, de manera generaliza-
da, la nacionalidad española a los judíos sefardíes de Marruecos, pero se 
abandonó la idea por la oposición que se encontró en algunos medios 
magrebíes. También es de justicia reconocer que en 1886, a impulsos de 
Práxedes Mateo Sagasta, y en 1900 bajo la promoción del senador Án-
gel Pulido, se inició un acercamiento hacia los sefardíes, fruto del cual el 
Gobierno autorizó la apertura de sinagogas en España, la fundación de la 
Alianza Hispano-Hebrea en Madrid en 1910 y la constitución de la Casa 
Universal de los Sefardíes en 1920. Todo ello reforzó los vínculos entre los 
sefardíes y España.
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Históricamente, la nacionalidad española también la adquirieron los 
sefardíes en circunstancias excepcionales. Ejemplo de ello fue el Real 
Decreto de 20 de diciembre de 1924, en cuya exposición de motivos se 
alude a los “antiguos protegidos españoles o descendientes de éstos y, 
en general, a los individuos pertenecientes a familias de origen español 
que en alguna ocasión han sido inscritas en registros españoles y estos 
elementos hispanos, con sentimientos arraigados de amor a España, por 
desconocimiento de la ley y por otras causas ajenas a su voluntad de ser 
españoles, no han logrado obtener nuestra nacionalidad”. Se abría así un 
proceso de naturalización que permitía a los sefardíes obtener la nacio-
nalidad española dentro de un plazo que se prolongó hasta 1930. Apenas 
tres mil sefardíes ejercitaron ese derecho. Sin embargo, después de fina-
lizado el plazo, muchos recibieron la protección de los Cónsules de Es-
paña incluso sin haber obtenido propiamente la nacionalidad española.

El transcurso de la II Guerra Mundial situó bajo administración alema-
na a aproximadamente doscientos mil sefardíes. Florecientes comunida-
des de Europa Occidental y, sobre todo, de los Balcanes y Grecia padecie-
ron la barbarie nazi con cifras sobrecogedoras como los más de cincuenta 
mil muertos de Salónica, una ciudad de profunda raíz sefardí. El sacrificio 
brutal de miles de sefardíes es el vínculo imperecedero que une a España 
con la memoria del Holocausto.

El Real Decreto de 20 de diciembre de 1924 tuvo una utilidad inespe-
rada en la que probablemente no pensaron sus redactores: fue el marco 
jurídico que permitió a las legaciones diplomáticas españolas, durante la 
Segunda Guerra Mundial, dar protección consular a aquellos sefardíes 
que habían obtenido la nacionalidad española al amparo de ese Decreto. 
El espíritu humanitario de estos diplomáticos amplió la protección consu-
lar a los sefardíes no naturalizados y, en último término, a muchos otros 
judíos. Es el caso, entre otros, de Ángel Sanz Briz en Budapest, de Sebas-
tián de Romero Radigales en Atenas, de Bernardo Rolland de Miotta en 
París, de Julio Palencia en Sofía, de José de Rojas y Moreno en Bucarest, 
de Javier Martínez de Bedoya en Lisboa, o de Eduardo Propper de Calle-
jón en Burdeos. Miles de judíos escaparon así del Holocausto y pudieron 
rehacer sus vidas.

III
En la actualidad existen dos cauces para que los sefardíes puedan ob-

tener la nacionalidad española. Primero, probando su residencia legal en 
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España durante al menos dos años, asimilándose ya en estos casos a los 
nacionales de otros países con una especial vinculación con España, co-
mo las naciones iberoamericanas. Y, en segundo lugar, por carta de natu-
raleza, otorgada discrecionalmente, cuando en el interesado concurran 
circunstancias excepcionales. Como corolario, la Ley concreta ahora que 
concurren aquellas circunstancias excepcionales a que se refiere el artícu-
lo 21 del Código Civil, en los sefardíes originarios de España, que prueben 
dicha condición y su especial vinculación con España. Asimismo determi-
na los requisitos y condiciones a tener en cuenta para la justificación de 
aquella condición. Con ello se satisface una legítima pretensión de las co-
munidades de la diáspora sefardí cuyos antepasados se vieron forzados 
al exilio. Entre la documentación solicitada adquiere singular relevancia 
el certificado expedido por la Federación de Comunidades Judías de Es-
paña, en coherencia con el contenido del Acuerdo de Cooperación con el 
Estado aprobado por la Ley 25/1992, de 10 de noviembre.

Asimismo, es necesario proceder también, como complemento de lo 
anterior, a la reforma del artículo 23 del Código Civil para evitar que al 
adquirir la nacionalidad española deban renunciar a la previamente os-
tentada. Hasta el momento, los sefardíes son los únicos a quienes, con-
cediéndoseles la nacionalidad con dos años de residencia se les obliga a 
esta renuncia.

En definitiva, la presente Ley pretende ser el punto de encuentro en-
tre los españoles de hoy y los descendientes de quienes fueron injusta-
mente expulsados a partir de 1492, y se justifica en la común determina-
ción de construir juntos, frente a la intolerancia de tiempos pasados, un 
nuevo espacio de convivencia y concordia, que reabra para siempre a las 
comunidades expulsadas de España las puertas de su antiguo país.

IV
La norma se estructura en dos artículos, cuatro disposiciones adicio-

nales, una disposición transitoria y seis disposiciones finales.

Artículo 1. Concesión de la nacionalidad española por carta de natura-
leza a los sefardíes originarios de España

1. A los efectos previstos en el apartado 1 del artículo 21 del Código
Civil, en cuanto a las circunstancias excepcionales que se exigen para 
adquirir la nacionalidad española por carta de naturaleza, se entiende 
que tales circunstancias concurren en los sefardíes originarios de España 
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que prueben dicha condición y una especial vinculación con España, aun 
cuando no tengan residencia legal en nuestro país.

2. La condición de sefardí originario de España se acreditará por los
siguientes medios probatorios, valorados en su conjunto:

a) Certificado expedido por el Presidente de la Comisión Permanente
de la Federación de Comunidades Judías de España.

b) Certificado expedido por el presidente o cargo análogo de la co-
munidad judía de la zona de residencia o ciudad natal del interesa-
do.

c) Certificado de la autoridad rabínica competente, reconocida legal-
mente en el país de la residencia habitual del solicitante.
El interesado podrá acompañar un certificado expedido por el
Presidente de la Comisión Permanente de la Federación de Comu-
nidades Judías de España que avale la condición de autoridad de
quien lo expide. Alternativamente, para acreditar la idoneidad de
los documentos mencionados en las letras b) y c) el solicitante de-
berá aportar:
1º Copia de los Estatutos originales de la entidad religiosa extran-

jera.
2º Certificado de la entidad extranjera que contenga los nombres 

de quienes hayan sido designados representantes legales.
3º Certificado o documento que acredite que la entidad extranje-

ra está legalmente reconocida en su país de origen.
4º Certificado emitido por el representante legal de la entidad que 

acredite que el Rabino firmante ostenta, efectiva y actualmen-
te, tal condición conforme a los requisitos establecidos en sus 
normas estatutarias.

Además, los documentos a que hacen referencia los párrafos ante-
riores, excepción hecha del certificado expedido por el Presidente 
de la Comisión Permanente de la Federación de Comunidades Ju-
días de España, se encontrarán, en su caso, debidamente autoriza-
dos, traducidos al castellano por traductor jurado y en los mismos 
deberá figurar la Apostilla de La Haya o el sello de la legalización 
correspondiente.
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d) Acreditación del uso como idioma familiar del ladino o “haketía”, o 
por otros indicios que demuestren la tradición de pertenencia a tal 
comunidad.

e) Partida de nacimiento o la “ketubah” o certificado matrimonial en
el que conste su celebración según las tradiciones de Castilla.

f) Informe motivado, emitido por entidad de competencia suficien-
te, que acredite la pertenencia de los apellidos del solicitante al
linaje sefardí de origen español.

g) Cualquier otra circunstancia que demuestre fehacientemente su
condición de sefardí originario de España.

3. La especial vinculación con España se acreditará por los siguientes
medios probatorios, valorados en su conjunto:

a) Certificados de estudios de historia y cultura españolas expedidos
por instituciones oficiales o privadas con reconocimiento oficial.

b) Acreditación del conocimiento del idioma ladino o “haketía”.
c) Inclusión del peticionario o de su ascendencia directa en las listas

de familias sefardíes protegidas por España, a que, en relación con 
Egipto y Grecia, hace referencia el Decreto-ley de 29 de diciembre
de 1948, o de aquellos otros que obtuvieron su naturalización por
la vía especial del Real Decreto de 20 de diciembre de 1924.

d) Parentesco de consanguinidad del solicitante con una persona de
las mencionadas en la letra c) anterior.

e) Realización de actividades benéficas, culturales o económicas a
favor de personas o instituciones españolas o en territorio espa-
ñol, así como aquellas que se desarrollen en apoyo de instituciones 
orientadas al estudio, conservación y difusión de la cultura sefardí.

f) Cualquier otra circunstancia que demuestre fehacientemente su
especial vinculación con España.

4. En todo caso, se deberá aportar un certificado de nacimiento debi-
damente legalizado o apostillado y, en su caso, traducido.

5. Asimismo, la acreditación de la especial vinculación con España exi-
girá la superación de dos pruebas.

La primera prueba acreditará un conocimiento básico de la lengua 
española, nivel A2, o superior, del Marco Común Europeo de Referencia 
para las lenguas del Consejo de Europa, mediante la superación de un 
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examen para la obtención de un diploma español como lengua extranjera 
DELE de nivel A2 o superior.

En la segunda prueba se evaluará el conocimiento de la Constitución 
Española y de la realidad social y cultural españolas.

Estas pruebas serán diseñadas y administradas por el Instituto Cer-
vantes en las condiciones que se establezcan reglamentariamente.

Los solicitantes nacionales de países o territorios en los que el español 
sea idioma oficial estarán exentos de la prueba de dominio del español 
pero no de la de conocimientos constitucionales y socioculturales.

Solo deberán realizar el examen DELE y la prueba de conocimiento 
de la Constitución Española y la realidad social y cultural españolas, los 
mayores de dieciocho años y personas que no tuvieran capacidad modi-
ficada judicialmente. Los menores y personas con capacidad modificada 
judicialmente quedan exentos y deberán aportar certificados de sus cen-
tros de formación, residencia, acogida, atención o educación especial en 
los que, en su caso, hubieran estado inscritos.

Artículo 2. Procedimiento
1. El procedimiento de concesión de nacionalidad regulado en esta

Ley será electrónico. La solicitud se formulará en castellano e irá dirigida 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado. En el acto se faci-
litará al solicitante un número identificador de su solicitud.

2. La solicitud se remitirá telemáticamente al Consejo General del
Notariado. Este Consejo, a través de los cauces que establezca, le dará 
curso teniendo en cuenta las preferencias manifestadas por el interesa-
do, y determinará el notario competente para valorar la documentación 
aportada.

3. Examinados los documentos, cuando se estime inicialmente justi-
ficada la condición de sefardí originario de España así como la especial 
vinculación con España del solicitante, el notario concertará con este su 
comparecencia de la que se levantará acta. A esta se incorporarán los do-
cumentos originales probatorios aportados por el interesado a los que se 
refiere el artículo anterior, debidamente traducidos en su caso, y, para 
los solicitantes mayores de edad, el certificado o certificados de antece-
dentes penales correspondientes a su país de origen y de aquellos donde 
hubiera residido en los últimos cinco años inmediatamente anteriores a 
la solicitud. Todos estos documentos deberán presentarse debidamente 
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autorizados y apostillados o legalizados y, en su caso, traducidos, debien-
do ser la traducción jurada. En la comparecencia personal o a través de 
su representante legal el requirente deberá aseverar bajo su responsabi-
lidad ante el notario autorizante la certeza de los hechos en que se funda 
su solicitud de nacionalización.

Realizada la comparecencia del interesado, y examinados todos los 
documentos probatorios aportados, el notario considerará si estima o 
no justificada la condición de sefardí originario de España y la especial 
vinculación con España del solicitante, expresando su juicio acerca del 
cumplimiento de los requisitos previstos en el artículo 1 y lo expresará 
mediante acta.

Dicha acta estará sujeta a lo dispuesto en el Reglamento Notarial con 
las siguientes particularidades:

a) El requerimiento para la instrucción del acta y la declaración por el
notario acerca del cumplimiento de los requisitos previstos en el
artículo 1 se realizarán en un mismo instrumento, que se incorpo-
rará al protocolo en la fecha y bajo el número correspondientes al
requerimiento inicial.

b) El notario valorará las pruebas documentales pertinentes de entre
las previstas en el artículo 1 y, a la vista de los documentos aporta-
dos y de la declaración del requirente, hará constar si se cumplen o 
no, a su juicio, los requisitos legales.

c) Una vez autorizada, el notario remitirá copia electrónica del acta,
en el formato uniforme que determinará mediante resolución la
Dirección General de los Registros y del Notariado, que será remi-
tida telemáticamente a la Dirección General de los Registros y del
Notariado.

4. Recibida el acta de notoriedad, que dará fe de los hechos acredita-
dos, la Dirección General de los Registros y del Notariado solicitará pre-
ceptivamente informes de los órganos correspondientes del Ministerio 
del Interior y del Ministerio de la Presidencia, resolviendo de manera mo-
tivada y declarando, en su caso, la estimación de la solicitud.

5. La resolución dictada será título suficiente para la práctica de la
correspondiente inscripción en el Registro Civil, previo cumplimiento del 
requisito del juramento o promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la 
Constitución y a las leyes exigido en la letra a) del artículo 23 del Código 
Civil, junto con los demás que se establecen en el apartado siguiente. La 
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Dirección General de los Registros y del Notariado remitirá de oficio una 
copia de la resolución al Encargado del Registro Civil competente para la 
inscripción del nacimiento.

6. La eficacia de la resolución de concesión quedará supeditada a que,
en el plazo de un año contado a partir del día siguiente a la notificación 
de la resolución al interesado, este cumpla con las siguientes condiciones 
ante el Registro Civil competente por razón de su domicilio:

a) Solicitar la inscripción.
b) Aportar un nuevo certificado vigente acreditativo de la ausencia

de antecedentes penales, legalizado o apostillado y, en su caso
traducido.

c) Realizar ante el Encargado del Registro Civil las manifestaciones
legalmente procedentes, relativas al juramento o promesa de fi-
delidad al Rey y obediencia a la Constitución y a las leyes.

El incumplimiento por el interesado de las anteriores condiciones en 
el plazo establecido producirá la caducidad del procedimiento.

Disposición adicional primera. Plazos
1. Los interesados deben formalizar su solicitud en el plazo de tres

años desde la entrada en vigor de la presente Ley. Dicho plazo podrá ser 
prorrogado por acuerdo del Consejo de Ministros un año más.

2. Las solicitudes de adquisición de la nacionalidad española regula-
das en la presente Ley habrán de ser resueltas en el plazo máximo de do-
ce meses desde que hubiera tenido entrada en la Dirección General de los 
Registros y del Notariado el expediente junto con los informes previstos 
en el apartado 4 del artículo 2.

3. Transcurrido el plazo anterior sin que hubiera recaído resolución
expresa, las solicitudes habrán de entenderse desestimadas por silencio 
administrativo.

Disposición adicional segunda. Procedimiento electrónico y tasa por 
tramitación de expedientes

1. El Ministerio de Justicia regulará el procedimiento electrónico para
la tramitación de los procedimientos de obtención de la nacionalidad es-
pañola por residencia, carta de naturaleza o dispensa.

2. El procedimiento para la concesión de la nacionalidad española por 
carta de naturaleza a que se refiere la presente Ley devengará una tasa 
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de 100 euros por la tramitación administrativa de cada solicitud. Consti-
tuye el hecho imponible de la tasa la solicitud de iniciación del procedi-
miento para obtener la nacionalidad española y estará sujeto a ella quien 
la solicite, con independencia del resultado del procedimiento.

La gestión de la tasa corresponderá al Ministerio de Justicia, que regu-
lará cómo ha de efectuarse el pago de la misma.

Disposición adicional tercera. Circunstancias excepcionales y razones 
humanitarias

Transcurrido el plazo a que se refiere el apartado 1 de la disposición 
adicional primera, cuando se acrediten circunstancias excepcionales o 
razones humanitarias, los sefardíes que cumplan con los requisitos de la 
presente Ley y acogiéndose a su procedimiento, podrán solicitar la ob-
tención de la nacionalidad española, cuyo otorgamiento corresponderá 
al Consejo de Ministros a propuesta del Ministerio de Justicia.

Disposición adicional cuarta. Inscripciones en el Registro Civil
Para las inscripciones que deban practicarse en el Registro Civil como 

consecuencia de la concesión de la nacionalidad española por carta de 
naturaleza a los sefardíes de origen español que acrediten especial vincu-
lación con España, conforme a lo dispuesto en la presente Ley, será com-
petente el Encargado del Registro Civil que lo fuera para la inscripción del 
nacimiento.

Disposición transitoria única. Concurrencia de procedimientos
1. Quienes por cumplir los requisitos previstos en la presente Ley estén 

incluidos en su ámbito subjetivo de aplicación y, con anterioridad a su en-
trada en vigor, hayan solicitado la concesión de la nacionalidad española 
por carta de naturaleza a través del procedimiento ordinario e individua-
lizado sin haber recibido notificación de la correspondiente resolución, 
podrán optar por la continuación de la tramitación de su expediente de 
acuerdo con el procedimiento que se regula mediante esta Ley y a tal fin 
lo solicitarán expresamente y aportarán la documentación que se requie-
ra conforme a lo previsto en el artículo 2 que no hubieran ya aportado.

2. El ejercicio de la opción deberá realizarse a través de la platafor-
ma electrónica establecida en la disposición adicional segunda durante el 
plazo señalado en el apartado 1 de la disposición adicional primera. Rea-
lizada la opción, la tramitación del correspondiente expediente de nacio-
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nalidad por carta de naturaleza, ya incoado, continuará su tramitación 
con arreglo a las previsiones sustantivas y procedimentales contenidas 
en esta Ley, si bien el interesado, personalmente o por medio de persona 
autorizada, podrá solicitar de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado el desglose de los documentos aportados en su momento al 
expediente para incorporarlos ahora al acta de notoriedad y podrá tam-
bién, personalmente o por medio de persona autorizada, completar el 
expediente con la documentación que se requiera conforme a lo previsto 
en el artículo 2 que no haya sido aportada previamente u otorgar nueva 
acta notarial si fuera necesario. Todas las solicitudes, incluidas las de op-
ción, serán tramitadas por el orden de recepción de los documentos e 
informes exigidos.

Disposición final primera. Modificación del Código Civil
El artículo 23 del Código Civil queda redactado de la siguiente forma:

“Artículo 23.
Son requisitos comunes para la validez de la adquisición de la nacionali-

dad española por opción, carta de naturaleza o residencia:
a) Que el mayor de catorce años y capaz para prestar una declaración por 

sí jure o prometa fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y a las leyes.
b) Que la misma persona declare que renuncia a su anterior nacionalidad. 

Quedan a salvo de este requisito los naturales de países mencionados en el 
apartado 1 del artículo 24 y los sefardíes originarios de España.

c) Que la adquisición se inscriba en el Registro Civil español”.

Disposición final segunda. Modificación del texto refundido de la Ley 
General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión 
social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviem-
bre

Se añade una nueva disposición adicional duodécima al Texto Refun-
dido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de 
su inclusión social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 
de noviembre, con la siguiente redacción:

“Disposición adicional duodécima. Acceso a la nacionalidad española 
en condiciones de igualdad

Las personas con discapacidad accederán en condiciones de igualdad a 
la nacionalidad española. Será nula cualquier norma que provoque la discri-
minación, directa o indirecta, en el acceso de las personas a la nacionalidad 
por residencia por razón de su discapacidad. En los procedimientos de ad-
quisición de la nacionalidad española, las personas con discapacidad que lo 
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precisen dispondrán de los apoyos y de los ajustes razonables que permitan el 
ejercicio efectivo de esta garantía de igualdad”.

Disposición final tercera. Supletoriedad
En todo lo no previsto en la presente Ley será de aplicación con carác-

ter supletorio lo dispuesto en la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro 
Civil y, en su defecto, en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común y en la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico 
de los ciudadanos a los Servicios Públicos.

Disposición final cuarta. Habilitación
Se habilita al Ministro de Justicia para dictar las disposiciones que 

sean necesarias para la ejecución de lo establecido en esta Ley.

Disposición final quinta. Título competencial
La presente Ley se dicta al amparo del artículo 149.1.2ª de la Constitu-

ción Española en lo relativo a nacionalidad.

Disposición final sexta. Entrada en vigor
La presente Ley entrará en vigor el 1 de octubre de 2015.

NOTORIO ARRAIGO

Real Decreto 593/2015, de 3 de julio, por el que se regula la 
declaración de notorio arraigo de las confesiones religiosas en 

España2

La Ley Orgánica 7/1980, de 5 de julio, de Libertad Religiosa, en su ar-
tículo 7.1, se refiere a la declaración de notorio arraigo en España de las 
Iglesias, Confesiones y Comunidades religiosas inscritas en el Registro del 
Ministerio de Justicia.

El procedimiento para la declaración de notorio arraigo que se ha ve-
nido aplicando se articulaba mediante la intervención e informe de la Co-
misión Asesora de Libertad Religiosa, en virtud de lo dispuesto en el artí-

2 BOE núm. 183 de 1 de agosto de 2015.
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culo 8 de la Ley Orgánica 7/1980, de 5 de julio, y del artículo 3.e) del Real 
Decreto 932/2013, de 29 de noviembre, por el que se regula la Comisión 
Asesora de Libertad Religiosa.

Tras la declaración de notorio arraigo en España del Protestantismo 
(1984), el Judaísmo (1984) y de la Religión Islámica (1989) y la firma de los 
Acuerdos de cooperación del Estado español con la Federación de Enti-
dades Religiosas Evangélicas de España, la Federación de Comunidades 
Israelitas de España y la Comisión Islámica de España, aprobados respec-
tivamente por la Ley 24, 25 y 26/1992, de 10 de noviembre, se ha decla-
rado el notorio arraigo en España de la Iglesia de Jesucristo de los Santos 
de los Últimos Días (2003), de la Iglesia de los Testigos de Jehová (2006), 
del Budismo (2007) y de la Iglesia Ortodoxa (2010), lo que ha suscitado la 
necesidad de objetivar las condiciones para su obtención.

A esta cuestión intenta responder la regulación contenida en este real 
decreto estableciendo unos requisitos precisos para obtener la declara-
ción de notorio arraigo en España y un procedimiento público con todas 
las garantías, con lo que se reduce el margen de la discrecionalidad de la 
Administración y se aumenta el grado de certidumbre de los solicitantes 
de esta declaración.

La declaración de notorio arraigo debe abarcar unas notas comunes 
que caractericen a cualquier iglesia, confesión, comunidad religiosa o 
federación de las mismas que deben conocerse con carácter previo por 
parte de los diversos grupos religiosos, pero también por parte de la so-
ciedad. Debe permitir acreditar que goza de una presencia estable y acre-
ditada en el tiempo en España mediante su inscripción en el Registro de 
Entidades Religiosas, o bien en algún país extranjero, pero que en todo 
caso aporte la nota de estabilidad y permanencia en el tiempo. Asimis-
mo, el arraigo debe asociarse a la presencia activa en la sociedad espa-
ñola y su implantación en el territorio de varias comunidades autónomas 
y con un número representativo de entidades y lugares de culto inscritos 
en el Registro de Entidades Religiosas. Igualmente, debe contar con una 
estructura interna y representación adecuada a su propia organización.

El real decreto regula un procedimiento para acreditar tales requisitos 
que finaliza con una resolución controlable judicialmente, lo que repre-
senta un indudable avance en las garantías de los solicitantes. También 
regula el procedimiento administrativo por el cual puede perderse la con-
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dición de notorio arraigo por modificación sustancial de las circunstan-
cias requeridas para la obtención de la misma.

En la elaboración de este real decreto se ha tenido en cuenta el infor-
me del Pleno de la Comisión Asesora de Libertad Religiosa, por lo que 
se ha dado audiencia a las confesiones religiosas que tienen reconocido 
notorio arraigo en España, a los representantes de la Administración Ge-
neral del Estado y a los vocales de reconocida competencia en el ámbito 
de la libertad religiosa que forman parte de la Comisión.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Justicia, con la aprobación 
previa del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, de acuerdo 
con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros 
en su reunión del día 3 de julio de 2015,

DISPONGO:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto
Este real decreto tiene por objeto regular el procedimiento para la de-

claración de notorio arraigo de las confesiones religiosas en España, de 
conformidad con el artículo 7.1 de la Ley Orgánica 7/1980, de 5 de julio, de 
Libertad Religiosa. Asimismo regula el procedimiento por el cual puede 
perderse la declaración de notorio arraigo por modificación sustancial de 
las circunstancias requeridas para la obtención de la misma.

Artículo 2. Ámbito de aplicación
Este real decreto es de aplicación a las Iglesias, Confesiones y Comuni-

dades religiosas, así como a las Federaciones de las mismas, inscritas en 
el Registro de Entidades Religiosas del Ministerio de Justicia.

CAPÍTULO II
Procedimiento para la declaración de notorio arraigo en España

Artículo 3. Requisitos
Para la declaración de notorio arraigo en España a que se refiere el ar-

tículo 7.1 de la Ley Orgánica 7/1980, de 5 de julio, las iglesias, confesiones 
o comunidades religiosas deberán reunir los requisitos siguientes:
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a) Llevar inscritas en el Registro de Entidades Religiosas treinta años, 
salvo que la entidad acredite un reconocimiento en el extranjero
de, al menos, sesenta años de antigüedad y lleve inscrita en el cita-
do Registro durante un periodo de quince años.

b) Acreditar su presencia en, al menos, diez comunidades autónomas 
y/o ciudades de Ceuta y Melilla.

c) Tener 100 inscripciones o anotaciones en el Registro de Entidades
Religiosas, entre entes inscribibles y lugares de culto, o un número 
inferior cuando se trate de entidades o lugares de culto de especial 
relevancia por su actividad y número de miembros.

d) Contar con una estructura y representación adecuada y suficien-
te para su organización a los efectos de la declaración de notorio
arraigo.

e) Acreditar su presencia y participación activa en la sociedad espa-
ñola.

Artículo 4. Procedimiento de declaración de notorio arraigo
El procedimiento se iniciará mediante solicitud de la entidad intere-

sada dirigida al titular de la Subdirección General de Relaciones con las 
Confesiones, en la que deberán constar los siguientes datos:

a) Identificación de la entidad solicitante con indicación de su núme-
ro de inscripción en el Registro de Entidades Religiosas.

b) Identificación de los representantes legales de la entidad.
c) Memoria explicativa que acredite el cumplimiento de los requisi-

tos mencionados en el artículo anterior.
d) Domicilio a efectos de notificaciones.
Si la entidad solicitante formara parte de una federación o existiera un

órgano superior inscrito de ámbito nacional, deberán ser estos últimos 
quienes presenten la solicitud.

La solicitud, junto con la documentación que deba acompañarse, po-
drá presentarse en formato y con firma electrónica en el Registro Electró-
nico del Ministerio de Justicia.

La instrucción y propuesta de resolución del procedimiento corres-
ponderá a la Subdirección General de Relaciones con las Confesiones.

Si la solicitud no reúne los requisitos que señala el artículo anterior y 
los apartados 1 y 2 de este artículo, se requerirá a la entidad solicitante 
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para que, en un plazo de diez días, subsane la falta o acompañe los docu-
mentos preceptivos, con indicación de que, si así no lo hiciera, se le ten-
drá por desistida de su petición, previa resolución que deberá ser dictada 
en los términos del artículo 42 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

El encargado de la instrucción del procedimiento podrá requerir a la 
entidad solicitante para que aporte la información o la documentación 
complementaria que considere necesaria para acreditar el cumplimiento 
de los requisitos establecidos en este real decreto.

A efectos de la resolución del procedimiento, y de conformidad con lo 
previsto en el artículo 3.e) del Real Decreto 932/2013, de 29 de noviem-
bre, por el que se regula la Comisión Asesora de Libertad Religiosa, se so-
licitará a esta Comisión Asesora que emita informe, que tendrá carácter 
de preceptivo y no vinculante.

Instruido el procedimiento, e inmediatamente antes de redactar la 
propuesta de resolución, se pondrá de manifiesto a la entidad solicitante 
para que, en un plazo no inferior a diez días ni superior a quince, pueda 
alegar y presentar los documentos y justificaciones que estime pertinen-
tes.

Si antes del vencimiento del plazo la entidad solicitante manifiesta su 
decisión de no efectuar alegaciones ni aportar nuevos documentos o jus-
tificaciones, se tendrá por realizado el trámite.

Artículo 5. Resolución
El órgano competente para resolver el procedimiento es el Ministro 

de Justicia, mediante Orden ministerial. En ésta se expresará si se acuer-
da conforme con el informe de la Comisión Asesora de Libertad Religiosa 
o si se aparta de él. En el primer caso, se usará la fórmula “de acuerdo con 
la Comisión Asesora de Libertad Religiosa”; en el segundo, la de “oída la 
Comisión Asesora de Libertad Religiosa”.

La resolución en la que se declare el notorio arraigo de la confesión 
religiosa en España se publicará en el “Boletín Oficial del Estado”, sin per-
juicio de que toda resolución que ponga fin al procedimiento sea debida-
mente notificada a la entidad solicitante.

Transcurrido el plazo de seis meses, a partir de la fecha en que la soli-
citud haya tenido entrada en cualquiera de los Registros del Ministerio de 
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Justicia, si no se hubiese dictado y notificado la resolución, se entenderá 
estimada, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 43 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre.

Contra la resolución del procedimiento, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, podrá interponerse recurso potestativo de reposición ante el 
Ministro de Justicia en los términos establecidos en los artículos 116 y 117 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, o ser impugnada directamente 
ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo en los términos 
establecidos en el artículo 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora 
de la Jurisdicción Contenciosa-administrativa.

Artículo 6. Alcance de la declaración de notorio arraigo instado por fe-
deraciones

Cuando la solicitud de declaración de notorio arraigo haya sido pre-
sentada por una federación de iglesias, confesiones o comunidades reli-
giosas, el notorio arraigo será reconocido a favor de la religión o creencia 
religiosa, pero los efectos derivados de la declaración serán atribuidos a 
aquellas entidades que formen parte de la federación como garante de 
la continuidad del cumplimiento de los requisitos exigidos para su decla-
ración.

CAPÍTULO III
Procedimiento para la pérdida de la condición de notorio arraigo en 

España

Artículo 7. Supuestos de pérdida
La pérdida de la condición de notorio arraigo en España se produce 

por la modificación sustancial de alguna de las circunstancias requeridas 
para la obtención de la misma previstas en los apartados b), c), d) y e) del 
artículo 3.

Artículo 8. Procedimiento para la pérdida de notorio arraigo
El procedimiento para la pérdida de notorio arraigo se iniciará de ofi-

cio por acuerdo del titular de la Dirección General de Cooperación Jurídi-
ca Internacional y Relaciones con las Confesiones.

Con anterioridad al acuerdo de iniciación del procedimiento, se podrá 
abrir un período de información previa con audiencia al interesado, con el 
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objeto de determinar las circunstancias concretas, su alcance y la conve-
niencia o no de iniciar el procedimiento.

A la vista de lo actuado, el titular de la Dirección General de Coopera-
ción Jurídica Internacional y Relaciones con las Confesiones podrá acor-
dar la iniciación del procedimiento para la pérdida de la condición de no-
torio arraigo en España.

La instrucción y propuesta de resolución del procedimiento corres-
ponderá a la Subdirección General de Relaciones con las Confesiones.

A efectos de la resolución del procedimiento, y de conformidad con lo 
previsto en el artículo 3.e) del Real Decreto 932/2013, de 29 de noviem-
bre, por el que se regula la Comisión Asesora de Libertad Religiosa, se so-
licitará a esta Comisión Asesora que emita informe, que tendrá carácter 
de preceptivo y no vinculante.

Instruido el procedimiento, e inmediatamente antes de redactar la 
propuesta de resolución, se pondrá de manifiesto a la entidad solicitante 
para que, en un plazo no inferior a diez días ni superior a quince, pueda 
alegar y presentar los documentos y justificaciones que estime pertinen-
tes.

Si antes del vencimiento del plazo la entidad solicitante manifiesta su 
decisión de no efectuar alegaciones ni aportar nuevos documentos o jus-
tificaciones, se tendrá por realizado el trámite.

Artículo 9. Resolución
El órgano competente para resolver el procedimiento es el Ministro 

de Justicia, mediante Orden ministerial. En ésta se expresará si se acuer-
da conforme con el informe de la Comisión Asesora de Libertad Religiosa 
o si se aparta de él. En el primer caso, se usará la fórmula “de acuerdo con 
la Comisión Asesora de Libertad Religiosa”; en el segundo, la de “oída la
Comisión Asesora de Libertad Religiosa”.

La resolución en la que se declare la pérdida del notorio arraigo de la 
confesión religiosa en España se publicará en el “Boletín Oficial del Esta-
do”, sin perjuicio de que toda resolución que ponga fin al procedimiento 
sea debidamente notificada a la entidad interesada.

Transcurrido el plazo de seis meses, a partir de la fecha en que se haya 
acordado el inicio del procedimiento, sin que se hubiese dictado y noti-
ficado la resolución, se producirá la caducidad del procedimiento. La re-
solución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones, 
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con los efectos previstos en el artículo 92 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre.

Contra la resolución del procedimiento, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, podrá interponerse recurso potestativo de reposición ante el 
Ministro de Justicia en los términos establecidos en los artículos 116 y 117 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, o ser impugnada directamente 
ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo en los términos 
establecidos en el artículo 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio.

Artículo 10. Alcance de la pérdida de notorio arraigo
Cuando la solicitud de declaración de notorio arraigo hubiera sido 

presentada por una federación de iglesias, confesiones o comunidades 
religiosas, la declaración de pérdida del notorio arraigo será extendida a 
la religión o creencia religiosa, y los efectos derivados de la declaración 
serán atribuidos a aquellas entidades que formen parte de la federación.

Disposición adicional única. Comunicación y publicidad electrónica
fin de dar cumplimiento a la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso 

electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos, en la solicitud de 
notorio arraigo así como en la tramitación del procedimiento se promo-
verá la utilización de los medios electrónicos previstos en la misma.

Disposición transitoria única. Régimen aplicable a las solicitudes en 
trámite

Las solicitudes para la declaración de notorio arraigo en España que 
estuvieran en trámite en la fecha de entrada en vigor de este real decreto 
se regirán por el procedimiento vigente en el momento de su inicio.

Disposición final primera. Normativa supletoria
Las disposiciones de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 

Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común se aplicarán supletoriamente a lo dispuesto en el presente 
real decreto.

Disposición final segunda. Título competencial
Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 

149.1.1ª de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia ex-
clusiva sobre la regulación de las condiciones básicas que garanticen la 
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igualdad de todos los españoles en el ejercicio de sus derechos y en el 
cumplimento de los deberes constitucionales.

Disposición final tercera. Entrada en vigor
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publi-

cación en el “Boletín Oficial del Estado”.
Registro de Entidades Religiosas

REGISTRO DE ENTIDADES RELIGIOSAS

Real Decreto 594/2015, de 3 de julio, por el que se regula el 
Registro de Entidades Religiosas3

I
El Registro de Entidades Religiosas es un instrumento jurídico cualifi-

cado al servicio del ejercicio colectivo del derecho fundamental de liber-
tad religiosa, garantizado en el artículo 16 de la Constitución española de 
27 de diciembre de 1978, por cuanto la Ley Orgánica 7/1980, de 5 de julio, 
de Libertad Religiosa dispuso que “las Iglesias, Confesiones y Comunida-
des religiosas, así como sus Federaciones gozarán de personalidad jurídi-
ca una vez inscritas en el correspondiente registro público que se crea, a 
tal efecto, en el Ministerio de Justicia”.

La constitución y funcionamiento de dicho Registro se reguló me-
diante el Real Decreto 142/1981, de 9 de enero, sobre Organización y 
Funcionamiento del Registro de Entidades Religiosas. Esta norma fue 
completada, en algunos aspectos, por otras de igual o inferior rango, co-
mo fueron el Real Decreto 589/1984, de 8 de febrero, sobre Fundaciones 
religiosas de la Iglesia Católica, y la Orden de 11 de mayo de 1984, sobre 
Publicidad del Registro de Entidades Religiosas.

Con posterioridad se han incorporado al ordenamiento jurídico otras 
normas que han afectado al funcionamiento del Registro como han sido, 
entre otras, la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Co-
mún o la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento 

3 BOE Núm. 183 de 1 de agosto de 2015.
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de la Administración General del Estado, o la Ley 11/2007, de 22 de junio, 
de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos, modifi-
cadas a su vez por diversas leyes. También, las Leyes 24, 25 y 26/1992, de 
10 de noviembre, por las que se aprobaron, respectivamente, los Acuer-
dos de cooperación del Estado con la Federación de Entidades Religiosas 
Evangélicas de España, la Federación de Comunidades Israelitas de Espa-
ña y la Comisión Islámica de España.

El presente real decreto viene a modificar la regulación jurídica del Re-
gistro de Entidades Religiosas después de más de 30 años de vigencia. La 
regulación actual ha quedado superada y no responde adecuadamente a 
las necesidades actuales del Registro. El carácter específico de muchas 
de las actuaciones solicitadas al Registro de Entidades Religiosas no pue-
de encontrar siempre una respuesta eficiente con la aplicación supletoria 
de la normativa sobre procedimiento administrativo común.

Este nuevo marco jurídico tiene como referencia la doctrina derivada 
de la Sentencia del Tribunal Constitucional 46/2001, de 15 de febrero, y la 
aplicación que de la misma han venido haciendo los Tribunales a partir de 
la interpretación de la naturaleza de la función del Registro de Entidades 
Religiosas como de “mera constatación, que no de calificación”, que se 
extiende a la comprobación de que la entidad no es alguna de las exclui-
das por el artículo 3.2 de la Ley Orgánica 7/1980, de 7 de julio, ni excede 
de los límites previstos en el artículo 3.1 de la misma ley, sin que pueda 
realizar un control de la legitimidad de las creencias religiosas.

Igualmente, la reforma se inscribe en las directrices que marcara la 
OSCE/ODHIR en su cincuenta y nueve sesión plenaria, celebrada en junio 
de 2004, actualizadas en la sesión que tuvo lugar el pasado 13 y 14 de ju-
nio de 2014, en la cual se reconoce la importancia del derecho a adquirir y 
mantener la personalidad jurídica y la imposibilidad de que los diferentes 
Estados puedan imponer sanciones o limitaciones a los grupos religiosos 
que impidan la adquisición de personalidad jurídica mediante su acceso 
al Registro. En este sentido, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
ha reconocido en numerosas sentencias que el registro es uno de los más 
importantes aspectos del derecho de asociación. Esto es, que las restric-
ciones al derecho a obtener la personalidad jurídica por parte de los gru-
pos religiosos son contrarias al Convenio Europeo de Derechos Huma-
nos, en concreto, por violación del derecho de asociación y del derecho a 
la libertad religiosa. La adquisición de personalidad jurídica constituye un 
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derecho para las entidades religiosas según expresa el Tribunal Constitu-
cional en la mencionada Sentencia 46/2001 siendo que, en nuestro siste-
ma, dicha adquisición se produce por el acceso al Registro de Entidades 
Religiosas, tal como se ha señalado más arriba. La nueva normativa se 
enmarca, igualmente, en las Orientaciones de la Unión Europea sobre el 
fomento y la protección de la libertad de religión y creencias aprobadas 
por el Consejo de la Unión Europea el 24 de junio de 2013 cuando afirma 
que el requisito del registro se ha de configurar como un medio para faci-
litar el ejercicio de la libertad de religión o creencias.

Finalmente, resulta necesario abordar la introducción de las nuevas 
tecnologías en la gestión del Registro que, además de las mejoras que 
supone en su organización, permite incorporar este Registro al reto de la 
Administración Electrónica.

II
El presente real decreto se divide en cuatro títulos. El título I se de-

dica a las entidades y actos inscribibles; el título II, a los procedimientos 
de inscripción que se tramitan en el Registro de Entidades Religiosas; el 
título III se refiere a la estructura y funcionamiento del Registro y el título 
IV regula la publicidad del Registro. El real decreto cuenta, además, con 
cinco disposiciones adicionales, dos transitorias, una derogatoria y cinco 
finales.

El título I define el objeto del real decreto y enumera las entidades 
y actos inscribibles introduciendo una mayor precisión en la regulación. 
Con ello se persigue la correspondencia de la norma con la realidad de 
las confesiones que adoptan formas de organización que no siempre era 
posible encajar en la relación de entes inscribibles contenida en la norma-
tiva anterior. En cuanto a los actos susceptibles de acceder al Registro, 
contiene la enumeración de los mismos atendida la práctica habitual del 
Registro, explicitando aquellos actos que se venían anotando a instancia 
de las entidades, como es el caso de lugares de culto o de la adhesión a las 
federaciones, o introduciendo algunos que no eran objeto de anotación 
hasta ahora, como el caso de los ministros de culto.

El título II se dedica a la regulación de los distintos procedimientos 
registrales supliendo las lagunas de la normativa anterior. En general, la 
regulación clarifica los requisitos que han de cumplimentar las entidades 
que acceden al Registro, se incorpora la presentación de la documenta-
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ción en soporte informático y la tramitación de los nuevos procedimien-
tos.

Respecto del procedimiento de inscripción de Iglesias, Confesiones o 
Comunidades religiosas, se ha incorporado con carácter potestativo que 
la fundación o establecimiento en España sea avalada por un número 
mínimo de personas. Esta posibilidad, que se ofrece a las entidades que 
acceden al Registro, tiene su antecedente en las directrices internaciona-
les citadas de la OSCE/ODHIR que considera adecuado, para proceder a 
dicha inscripción, la existencia de un número de miembros que acredite 
una cierta estabilidad siempre que no se obstaculice el ejercicio del dere-
cho. Con ello, las Iglesias, Confesiones y Comunidades religiosas podrán 
expresar la existencia de una mínima comunidad de creyentes que cons-
tituye la entidad y asume los derechos y obligaciones derivados de la Ley 
Orgánica de Libertad Religiosa y, en los casos de confesiones que hayan 
firmado Acuerdo con el Estado, los previstos en el mismo. Dicho requisi-
to no se extiende, en cambio, a aquellas otras entidades susceptibles de 
inscripción, erigidas o constituidas por las Iglesias, Confesiones o Comu-
nidades religiosas.

Otra novedad importante es la obligación de inscribir a los titulares 
de los órganos de representación de las entidades religiosas que en la 
normativa anterior era potestativo para las entidades. La realidad es que, 
mayoritariamente, las entidades presentaban al Registro la relación no-
minal de sus representantes legales dada la eficacia probatoria que dicha 
normativa otorgaba a la certificación del Registro.

Entre los nuevos desarrollos contenidos en el presente real decreto, 
destaca el que se refiere al procedimiento para inscribir la incorporación 
o separación de una comunidad a una federación o el procedimiento para 
anotar a los ministros de culto de aquellas Iglesias, confesiones o comu-
nidades religiosas inscritas que lo soliciten salvo que tengan capacidad de 
celebrar o certificar actos con efectos civiles, en cuyo caso la anotación es
obligatoria, opción ésta que ha venido siendo reclamada por las propias
entidades religiosas que querían disponer de la seguridad que, a efectos
de la aplicación del régimen legal previsto para los ministros de culto,
ofrece la anotación registral.

En general, la nueva regulación pretende clarificar los requisitos que 
han de cumplimentar las entidades que acceden al Registro e incorporar 
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la presentación de la documentación en soporte y por medios electróni-
cos.

El título III se dedica a la “Estructura y funcionamiento del Registro de 
Entidades Religiosas” que mantiene su estructura actual por secciones 
añadiendo una nueva sección histórica a la que se trasladarán los asientos 
de las entidades canceladas o denegadas. La regulación mejora la des-
cripción de la ficha registral que se elaborará conforme a procedimientos 
electrónicos y se refiere, por primera vez, a las anotaciones marginales 
que se harán en caso de que existan procedimientos judiciales pendien-
tes que afecten al nombramiento de los representantes legales de la en-
tidad, o a la falta de declaración de funcionamiento que se prevé en el 
propio real decreto, anotaciones que tendrán efectos informativos.

El título IV contempla la “Publicidad del Registro de Entidades Reli-
giosas” incorporando tanto el uso de las nuevas tecnologías y los medios 
electrónicos como las exigencias derivadas de la normativa sobre protec-
ción de datos de carácter personal y de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, 
de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.

Finalmente, entre las disposiciones adicionales, transitorias y finales, 
además de los contenidos habituales cabe destacar algunos otros. Es el 
caso de la posibilidad de firmar convenios de colaboración con las comu-
nidades autónomas que tengan en sus Estatutos de Autonomía previs-
tas competencias en la materia a fin de determinar su participación en la 
gestión del Registro; la previsión de que las entidades inscritas presenten 
una declaración de hallarse en situación de funcionamiento a fin de per-
mitir al Registro una mayor correspondencia con la realidad, mejorando 
el servicio público que presta; o la disposición que mantiene la vigencia 
de la inscripción de fundaciones erigidas por la Iglesia Católica en tanto 
no se proceda a la regulación general de las fundaciones de las entidades 
religiosas.

En la elaboración de este real decreto se ha tenido en cuenta el infor-
me del Pleno de la Comisión Asesora de Libertad Religiosa emitido en su 
reunión de 26 de noviembre de 2014 y el informe de la Agencia Española 
de Protección de Datos de 18 de marzo de 2015.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Justicia, con la aprobación 
previa del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, de acuerdo 
con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros 
en su reunión del día 3 de julio de 2015,
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TÍTULO I
Entidades y actos inscribibles

Artículo 1. Objeto
El presente real decreto tiene por objeto regular el Registro de Entida-

des Religiosas, creado de conformidad con lo establecido en el artículo 5 
de la Ley Orgánica 7/1980, de 5 de julio, de Libertad Religiosa, las entida-
des y actos susceptibles de inscripción, los procedimientos de inscripción 
y los efectos jurídicos derivados de la misma. El Registro de Entidades 
Religiosas radicará en el Ministerio de Justicia con carácter de registro 
general y público.

Artículo 2. Entidades inscribibles
En el Registro de Entidades Religiosas podrán inscribirse:
1. Las Iglesias, Confesiones y Comunidades religiosas, así como sus

Federaciones.
Los siguientes tipos de entidades religiosas, siempre que hayan sido 

erigidas, creadas o instituidas por una Iglesia, Confesión o Comunidad re-
ligiosa o Federaciones de las mismas inscritas en el Registro:

a) Sus circunscripciones territoriales.
b) Sus congregaciones, secciones o comunidades locales.
c) Las entidades de carácter institucional que formen parte de su es-

tructura.
d) Las asociaciones con fines religiosos que creen o erijan, así como

sus federaciones.
e) Los seminarios o centros de formación de sus ministros de culto.
f) Los centros superiores de enseñanza que impartan con exclusivi-

dad enseñanzas teológicas o religiosas propias de la Iglesia, Confe-
sión o Comunidad religiosa inscrita.

g) Las comunidades monásticas o religiosas y las órdenes o federa-
ciones en que se integren.

h) Los institutos de vida consagrada y sociedades de vida apostólica,
sus provincias y casas, así como sus federaciones.
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i) Cualesquiera otras entidades que sean susceptibles de inscripción
de conformidad con los Acuerdos entre el Estado español y las
confesiones religiosas.

Artículo 3. 
Tendrán acceso al Registro, de acuerdo con el procedimiento que se 

establece en este real decreto, los siguientes actos:
a) La fundación o establecimiento en España de la entidad religiosa.
b) Las modificaciones estatutarias.
c) La identidad de los titulares del órgano de representación de la en-

tidad.
d) La incorporación y separación de las entidades a una federación.
e) La disolución de la entidad.
f) Los lugares de culto.
g) Los ministros de culto.
h) Cualesquiera otros actos que sean susceptibles de inscripción o

anotación conforme los Acuerdos entre el Estado español y las
confesiones religiosas.

TÍTULO II
Procedimientos registrales

CAPÍTULO I
Inscripción de la fundación o establecimiento en España de las 

entidades religiosas

Artículo 4. Derecho de inscripción
1. Las entidades inscribibles al amparo del artículo 2, gozarán de per-

sonalidad jurídica una vez inscritas en el Registro de Entidades Religiosas.
2. Solo podrá denegarse la inscripcion cuando no se reúnan los requi-

sitos establecidos en la Ley Orgánica 7/1980, de 5 de julio, de Libertad 
Religiosa o en el presente real decreto.

Artículo 5. Solicitud de inscripción
1. La solicitud de inscripción se dirigirá al Registro de Entidades Re-

ligiosas del Ministerio de Justicia y se podrá presentar ante las oficinas 
y registros a que se refiere el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de 
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noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, o por medios electrónicos en los 
términos previstos en la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electróni-
co de los ciudadanos a los Servicios Públicos.

2. La solicitud deberá especificar qué tipo de entidad de las enumera-
das en el artículo 2 se pretende inscribir y adjuntar los documentos que 
se especifican en los artículos siguientes, según el tipo de entidad cuya 
inscripción se solicite. Los documentos fehacientes que deban aportarse 
podrán ser originales o copias compulsadas de los mismos en los térmi-
nos previstos por el artículo 46 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

Artículo 6. Inscripción de Iglesias, Confesiones y Comunidades religio-
sas

1. La inscripción de Iglesias, Confesiones y Comunidades religiosas se
iniciará por sus representantes legales o personas debidamente autoriza-
das mediante solicitud que deberá acompañarse de documento elevado 
a escritura pública en el que consten los siguientes datos:

a) Denominación, que no podrá incluir términos que induzcan a con-
fusión sobre su naturaleza religiosa. No serán admisibles las deno-
minaciones que incluyan expresiones contrarias a las leyes. Tam-
poco podrá coincidir o asemejarse, de manera que pueda crear
confusión, con ninguna otra previamente inscrita en el Registro de 
Entidades Religiosas. Los solicitantes aportarán su traducción al
castellano o a alguna de las lenguas cooficiales de las comunidades
autónomas para el caso de que la denominación de la entidad no
figure en castellano o en alguna de las lenguas cooficiales de las
comunidades autónomas. Dicha traducción no formará parte de
la denominación de la entidad. En todo caso, las denominaciones
deberán estar formadas con letras del alfabeto en castellano o en
cualquiera de las lenguas cooficiales.

b) Domicilio.
c) Ámbito territorial de actuación.
d) Expresión de sus fines religiosos y de cuantos datos se consideren

necesarios para acreditar su naturaleza religiosa. A estos efectos
pueden considerarse como tales, sus bases doctrinales, la ausen-
cia de ánimo de lucro y sus actividades religiosas específicas repre-
sentadas por el ejercicio y fomento del culto, el mantenimiento de 
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lugares y objetos de culto, la predicación, la intervención social, 
la difusión de información religiosa, la formación y enseñanza re-
ligiosa y moral, la asistencia religiosa, la formación y sustento de 
ministros de culto, y otros análogos.

e) Régimen de funcionamiento, órganos representativos y de gobier-
no, con expresión de sus facultades y de los requisitos para su váli-
da designación.

f) Relación nominal de los representantes legales. En el caso de que
éstos fuesen extranjeros deberán acreditar su residencia legal en
España en los términos establecidos por la legislación vigente.

2. Será necesario presentar, además, el acta de la fundación o esta-
blecimiento en España en documento elevado a escritura pública. En di-
cha acta se podrá hacer constar la relación nominal de, al menos, veinte 
personas mayores de edad y con residencia legal en España que avalan 
la fundación o establecimiento de la Iglesia, Confesión o Comunidad re-
ligiosa.

Artículo 7. Inscripción de entidades creadas por una Iglesia, Confesión o 
Comunidad religiosa inscrita

1. Para la inscripción de entidades creadas por una Iglesia, Confesión,
Comunidad religiosa o Federación inscrita deberán aportarse, en escritu-
ra pública, los datos previstos en el apartado 1 del artículo anterior.

2. Además, se requerirá la aportación del testimonio literal, debida-
mente autenticado, del acta de constitución, así como del documento 
de la Iglesia, Confesión, Comunidad religiosa o Federación, por la que se 
erige, constituye o aprueba y, si lo hubiere, la conformidad del órgano 
supremo de la entidad en España.

Artículo 8. Inscripción de Federaciones
1. Será de aplicación a la inscripción de Federaciones lo establecido

en los artículos 5 y 6.1 de este real decreto respecto de la inscripción de 
Iglesias, Confesiones y Comunidades religiosas.

2. Será necesario aportar, además, los siguientes documentos:
a) Acta fundacional en la que deberá constar la denominación, domi-

cilio y número registral de cada una de las entidades fundadoras,
salvo que estén pendientes de inscripción, así como los datos de
identificación de los representantes legales de cada una de éstas.
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b) Cada una de las entidades que se integren en la Federación de-
berán acreditar en la escritura pública de fundación de la misma,
la certificación del acuerdo adoptado para su integración, expedi-
do por las personas o cargos con facultad para certificar, en el que
se expresará la aceptación de los estatutos de la Federación y la
designación de la persona o personas que represente a la entidad
religiosa en el acto constitutivo de la Federación.

Artículo 9. Inscripción de entidades de origen extranjero
1. Para la inscripción de una entidad religiosa dependiente de otra

establecida en el extranjero se deberá aportar, además de los requisitos 
previstos en los artículos 5 y 6, los siguientes:

a) Copia de los estatutos vigentes de la entidad extranjera.
b) Certificado de la entidad extranjera que contenga la identidad de

sus representantes legales o de los titulares de sus órganos de re-
presentación en el país de origen y de quienes hayan sido designa-
dos como tales en España.

c) Certificado o documento que acredite que la entidad extranjera
está legalmente reconocida en su país de origen.

2. Los documentos a que hace referencia el apartado anterior debe-
rán estar debidamente legalizados y traducidos, en su caso, de acuerdo 
con los convenios internacionales sobre la materia que sean aplicables.

Artículo 10. Instrucción de los expedientes de inscripción
1. La instrucción de los expedientes de inscripción corresponderá a la

Subdirección General de Relaciones con las Confesiones.
2. El órgano competente podrá recabar informe a la Comisión Aseso-

ra de Libertad Religiosa así como cualquier otro que considere necesario 
acerca de la solicitud de inscripción.

Artículo 11. Resolución
1. El Ministro de Justicia dictará la resolución procedente en la que se

indicará a los interesados, si ésta es favorable, los datos de identificación 
de la inscripción practicada.

2. Transcurrido el plazo de seis meses a partir de la fecha en que la so-
licitud haya tenido entrada en cualquiera de los Registros del Ministerio 
de Justicia, si no se hubiese dictado y notificado resolución, se entenderá 
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estimada, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 43 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre.

CAPÍTULO II
Inscripción de la modificación de los estatutos

Artículo 12. Solicitud de inscripción
1. La modificación de los datos de la entidad a que se refiere el artículo 

6.1, deberá ser comunicada al Registro de Entidades Religiosas en el pla-
zo de tres meses desde que se haya adoptado el acuerdo de modificación 
en la forma prevista por los estatutos de la entidad.

2. Junto con la solicitud deberán aportarse los siguientes documentos:
a) Documento público que contenga, bien el acta de la reunión, bien 

la certificación del acuerdo del órgano competente para adoptar 
dicha modificación. En todo caso, el documento deberá recoger el 
acuerdo adoptado por el que se modifican los estatutos, los artícu-
los modificados, el quórum de asistencia cuando sea exigido por 
los estatutos, el resultado de la votación y la fecha de su aproba-
ción.

b) En las modificaciones de estatutos que afecten a los fines o al ré-
gimen de funcionamiento, órganos representativos y de gobierno 
de la entidad, será preciso aportar el texto íntegro de los nuevos 
estatutos en documento público que incluya las modificaciones 
aprobadas, haciendo constar, en diligencia extendida al final del 
documento, la relación de artículos modificados y la fecha del 
acuerdo en que se adoptó su modificación.

3. No se tramitarán las solicitudes de modificaciones estatutarias que 
se presenten transcurrido el plazo de tres meses desde la adopción del 
acuerdo correspondiente sin perjuicio de que, reiterada la modificación 
por los órganos competentes de la entidad, se vuelva a presentar la soli-
citud en plazo.

Artículo 13. Procedimiento
1. La inscripción de las modificaciones estatutarias se sujetará a los 

mismos requisitos que para su inscripción, salvo la relativa al cambio de 
los representantes legales que se hará en la forma prevista en el artículo 
siguiente.
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2. Las modificaciones serán inscritas por resolución del titular de la
Dirección General de Cooperación Jurídica Internacional y Relaciones con 
las Confesiones y producirán los oportunos efectos legales desde el mo-
mento de su inscripción.

3. Transcurrido el plazo de tres meses a partir de la fecha en que la so-
licitud haya tenido entrada en cualquiera de los Registros del Ministerio 
de Justicia, si no se hubiese dictado y notificado resolución, se entenderá 
estimada, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 43 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre.

Artículo 14. Inscripción de la identidad de los titulares de los órganos 
de representación

1. La modificación de los titulares de los órganos de representación,
deberá comunicarse al Registro de Entidades Religiosas en el plazo de 
tres meses desde que se haya adoptado el acuerdo de modificación.

2. La solicitud de inscripción de dicha modificación deberá acompa-
ñarse del documento público que contenga bien el acta de la reunión, 
bien la certificación del acuerdo adoptado por el órgano competente en 
los que deberá constar, además de la fecha en que se hubiera adoptado 
el acuerdo, los siguientes datos:

a) Los nombres, apellidos, DNI o NIE y domicilio de los nombrados.
b) La fecha del nombramiento y, en su caso, de la ratificación y acep-

tación por los titulares.
c) La fecha de la revocación y del cese, en su caso, de los titulares

salientes.
d) Las firmas de los titulares y de los titulares salientes. Si no pudie-

ran o no quisieran firmar se hará constar esta circunstancia en el
documento.

CAPÍTULO III
Anotación y cancelación de la adhesión de entidades religiosas a una 

Federación

Artículo 15. Solicitud de adhesión de entidades religiosas a una Fede-
ración

1. La solicitud de anotación en el Registro de la adhesión de una en-
tidad religiosa a una Federación se presentará por el representante legal 
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de la Federación o persona debidamente autorizada en el plazo de tres 
meses desde que se haya adoptado el acuerdo.

2. Para la anotación de la adhesión de entidades religiosas a una Fede-
ración deberá aportarse, junto con la solicitud, bien el acta de la reunión, 
bien el certificado del acuerdo de la entidad federativa, según el proce-
dimiento que se haya determinado en sus estatutos, en los que deberá 
constar, además de la fecha en que se haya adoptado, los siguientes da-
tos:

a) La denominación y el domicilio de la entidad federativa que repre-
senta el solicitante.

b) La denominación y número registral, salvo que esté pendiente de
inscripción, de la entidad que se incorpora a la Federación.

c) Por cada una de las entidades religiosas que se incorporen a la Fe-
deración, una certificación, expedida por las personas o cargos con
facultad para certificar, del acuerdo adoptado por la entidad para
su integración en la Federación.

3. Las adhesiones serán anotadas por resolución del titular de la Di-
rección General de Cooperación Jurídica Internacional y Relaciones con 
las Confesiones. Transcurrido el plazo de tres meses a partir de la fecha 
en que la solicitud haya tenido entrada en cualquiera de los Registros del 
Ministerio de Justicia, si no se hubiese dictado y notificado resolución, se 
entenderá estimada, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 43 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

Artículo 16. Solicitud de cancelación de la adhesión de entidades reli-
giosas a una Federación

1. La solicitud de cancelación de la adhesión de una entidad a una Fe-
deración se presentará por el representante legal de la entidad o perso-
na debidamente autorizada en el plazo de tres meses desde que se haya 
adoptado el acuerdo en la forma establecida estatutariamente. La enti-
dad aportará, junto con la solicitud, bien el acta de la reunión, bien el cer-
tificado del acuerdo, haciendo constar la fecha en que se haya adoptado 
y la comunicación realizada a la Federación respectiva de la formaliza-
ción de su baja o de haber cumplimentado los requisitos establecidos en 
los estatutos de la Federación para la baja de sus miembros.

2. Cuando la solicitud de cancelación de la adhesión de una entidad se 
produzca a instancia de la propia Federación, la solicitud se presentará 
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por el representante legal de la Federación o persona debidamente au-
torizada en el plazo de tres meses desde que se haya adoptado el acuer-
do en la forma establecida estatutariamente. Junto a la solicitud deberá 
aportarse, bien el acta de la reunión, bien certificado de dicho acuerdo, 
haciendo constar la fecha en que se haya adoptado, así como la comuni-
cación a la entidad afectada de la formalización de su baja.

3. La resolución de cancelación de la adhesión a una Federación se dic-
tará por el titular de la Dirección General de Cooperación Jurídica Inter-
nacional y Relaciones con las Confesiones. Transcurrido el plazo de tres 
meses a partir de la fecha de entrada de la solicitud en cualquiera de los 
Registros del Ministerio de Justicia si no se hubiese dictado y notificado 
resolución, se entenderá estimada, de acuerdo con lo dispuesto en el ar-
tículo 43 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

CAPÍTULO IV
Anotación de lugares de culto

Artículo 17. Solicitud de anotación y cancelación de lugares de culto
1. Las entidades inscritas en el Registro de Entidades Religiosas po-

drán solicitar la anotación de sus lugares de culto. Dicha anotación no 
conferirá personalidad jurídica propia.

2. La solicitud de anotación se presentará por el representante de la
entidad o persona debidamente autorizada a la que se acompañará:

a) Copia del título de disposición.
b) Certificado que acredite su condición de lugar de culto por su dedi-

cación principal y permanente al culto y la asistencia religiosa, con
la conformidad, en su caso, del órgano competente en España de
la Iglesia, Confesión o Comunidad religiosa a la que pertenece.

3. La solicitud de cancelación de lugares de culto se presentará por
el representante legal de la entidad o persona debidamente autorizada 
acompañada del certificado que acredite su desafección como lugar de 
culto de dicha entidad.

4. La resolución sobre la anotación o cancelación de lugares de culto
se dictará por el titular de la Subdirección General de Relaciones con las 
Confesiones. Transcurrido el plazo de tres meses a partir de la fecha en 
que la solicitud haya tenido entrada en cualquiera de los Registros del 
Ministerio de Justicia, si no se hubiese dictado y notificado resolución, se 
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entenderá estimada, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 43 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

CAPÍTULO V
Anotación de la condición de ministro de culto

Artículo 18. Solicitud de anotación y documentación que debe aportar-
se

1. Las entidades religiosas inscritas podrán anotar en el Registro de 
Entidades Religiosas a sus ministros de culto que ostenten residencia le-
gal en España. En todo caso, deberán anotarse aquellos ministros de cul-
to que estén habilitados para realizar actos religiosos con efectos civiles.

2. Para efectuar dicha anotación los representantes legales de la en-
tidad deberán presentar certificación de la Iglesia, Confesión o Comuni-
dad religiosa a que pertenezcan que acredite tal condición y, si lo hubie-
re, el visto bueno del órgano supremo en España de la entidad conforme 
a sus propias normas. Cuando se trate de entidades integradas en una 
Federación inscrita, será necesario también el visto bueno del órgano 
competente de la respectiva Federación cuando así se disponga en sus 
estatutos, sin perjuicio de lo dispuesto en los Acuerdos de Cooperación 
con el Estado respecto de las entidades o Federaciones firmantes de los 
mismos.

3. Las entidades deberán comunicar al Registro las bajas de sus minis-
tros de culto y solicitar su cancelación en el plazo de un mes desde que la 
baja tuvo lugar.

4. La resolución de la anotación y cancelación de ministros de culto de 
las entidades religiosas se dictará por el titular de la Subdirección General 
de Relaciones con las Confesiones. Transcurrido el plazo de tres meses a 
contar desde la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en cualquie-
ra de los Registros del Ministerio de Justicia, si no se hubiese dictado y no-
tificado resolución, se entenderá estimada, de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 43 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

5. La certificación registral de la anotación del ministro de culto será 
prueba suficiente para acreditar dicha cualidad. El certificado tendrá una 
vigencia de dos años pudiendo ser renovado por iguales periodos.
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CAPÍTULO VI
Cancelación de la inscripción de entidades religiosas

Artículo 19. Cancelación de la inscripción
1. La cancelación de la inscripción de una entidad sólo podrá efectuar-

se:
a) A petición de sus representantes legales debidamente facultados.
b) En cumplimiento de sentencia judicial firme.
2. La cancelación producirá efectos desde la fecha de su resolución

y dará lugar al traslado de la entidad a la Sección Histórica del Registro.

Artículo 20. Procedimiento de cancelación solicitada por la entidad
1. En el plazo de tres meses desde que se haya producido la causa que 

determine la disolución de la entidad, deberá dirigirse la solicitud de can-
celación de su inscripción al Registro de Entidades Religiosas.

2. La solicitud de cancelación, en la que deberá constar el número re-
gistral de la entidad, deberá acompañarse de los documentos siguientes:

a) Si la disolución es consecuencia de la decisión de los miembros de
la entidad adoptada por el órgano competente según sus estatu-
tos, documento público que contenga bien el acta de la reunión,
bien el certificado de aquélla expedido por las personas o cargos
con facultad para certificar, en que conste la fecha en la que se ha
adoptado, el quórum de asistencia y el resultado de la votación.

b) Si la disolución ha tenido lugar por sentencia judicial firme, testi-
monio de la resolución judicial por la que se dicta la disolución de
la entidad.

3. Examinada la solicitud, el Ministro de Justicia dictará la resolución
procedente. Transcurrido el plazo de tres meses a partir de la fecha en 
que la solicitud haya tenido entrada en cualquiera de los Registros del 
Ministerio de Justicia, si no se hubiese dictado y notificado resolución, se 
entenderá estimada, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 43 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre.
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CAPÍTULO VII
Disposiciones comunes

Artículo 21. Documentación en formato electrónico
Las solicitudes de inscripción o anotación en el Registro, junto a la 

documentación que deba acompañarse, podrán presentarse en formato 
y con firma electrónicos, sin perjuicio de lo dispuesto en la disposición 
adicional tercera.

Artículo 22. Subsanación de errores
Cuando se adviertan defectos formales en la solicitud se requerirá al 

interesado para que en un plazo de 10 días subsane la falta o acompañe 
los documentos preceptivos con indicación de que, si así no lo hiciera, 
se le tendrá por desistido de su petición, previa la correspondiente reso-
lución, conforme a lo previsto en el artículo 71 de la Ley 30/1992, de 26 
noviembre.

Artículo 23. Facultad de certificar
1. La facultad de certificar las actas y los acuerdos de los órganos de

las entidades religiosas corresponde al representante legal de la entidad 
y, si estuviera previsto en sus estatutos, al secretario de la misma, en cuyo 
caso, se emitirán siempre con el visto bueno del representante legal de 
la entidad.

2. Para la inscripción de los acuerdos contenidos en la certificación
deberá haberse inscrito, previa o simultáneamente, el cargo del certifi-
cante.

Artículo 24. Recursos
1. Las resoluciones del Ministro de Justicia agotan la vía administrati-

va y podrán ser recurridas potestativamente en reposición ante el mismo 
órgano que las hubiera dictado o ser impugnadas directamente ante el 
orden jurisdiccional contencioso-administrativo.

2. Contra las resoluciones del titular de la Dirección General de Coo-
peración Jurídica Internacional y Relaciones con las Confesiones que no 
pongan fin a la vía administrativa, procederá el correspondiente recurso 
de alzada en los términos establecidos en los artículos 114 y 115 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre.
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3. Contra las resoluciones del titular de la Subdirección General de
Relaciones con las Confesiones procederá el correspondiente recurso de 
alzada en los términos establecidos en los artículos 114 y 115 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre.

TÍTULO III
Estructura y funcionamiento del Registro de Entidades Religiosas

Artículo 25. Ubicación y dependencia orgánica del Registro de Entida-
des Religiosas

El Registro de Entidades Religiosas radica en Madrid y tiene carácter 
de Registro general y unitario para todo el territorio nacional. Está bajo la 
dependencia del Ministerio de Justicia como unidad administrativa ads-
crita a la Subdirección General de Relaciones con las Confesiones.

Artículo 26. Secciones del Registro de Entidades Religiosas
El Registro constará de las siguientes Secciones:
a) Sección General, en la que se inscribirán las Iglesias, Confesiones y

Comunidades religiosas, así como las entidades instituidas por las
mismas.

b) Sección Especial, en la que se inscribirán las Iglesias, Confesiones y 
Comunidades religiosas que hayan firmado o a las que sea de apli-
cación un Acuerdo o Convenio de cooperación con el Estado, así
como el resto de entidades instituidas por las mismas.

c) Sección Histórica, a la que se trasladarán con sus protocolos ane-
jos, los asientos de las entidades que hayan sido cancelados así co-
mo aquellas solicitudes que hayan sido denegadas.

Artículo 27. Fichas registrales
1. El Registro de Entidades Religiosas practicará las inscripciones y

anotaciones correspondientes en fichas registrales que, elaboradas por 
procedimientos electrónicos, contendrán unidades independientes de 
archivo.

2. A cada entidad se le asignará un número registral correlativo e in-
dependiente, único para todo el Registro. En su respectiva ficha registral 
se dispondrá de campos para la inscripción o anotación de, al menos, los 
siguientes extremos:

a) Denominación.
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b) Sección.
c) Fecha de fundación.
d) Domicilio.
e) Reproducción literal de las normas estatutarias.
f) Identidad de los titulares de los órganos de gobierno y representa-

ción.
g) Lugares de culto.
h) Dependencia de otras entidades inscritas.
i) Incorporación a una Federación inscrita.
3. Anejo al Registro existirá un Archivo en el que se conservará un ex-

pediente o protocolo por cada una de las entidades inscritas, y en el que 
se archivarán cuantos documentos se produzcan en relación con la enti-
dad, así como los títulos que hayan servido para realizar la inscripción de 
los actos inscritos o anotados. Estos expedientes se considerarán parte 
integrante del Registro.

Artículo 28. Anotaciones marginales
Cuando se acredite ante el Registro de Entidades Religiosas el inicio 

de acciones judiciales de impugnación del nombramiento de los repre-
sentantes legales de la entidad o por falsedad en el acta o en la certifi-
cación, se hará constar esta circunstancia al margen de la inscripción de 
los representantes legales de la entidad. En dichas anotaciones se harán 
constar los datos de referencia de los asuntos y diligencias que se sustan-
cien, así como el carácter meramente informativo de la anotación.

La anotación será cancelada una vez se inscriban en el registro los 
asientos que fueran consecuencia de la resolución judicial.

Artículo 29. Declaración de funcionamiento
Las entidades inscritas están obligadas a mantener actualizados sus 

datos registrales. En todo caso, cada dos años deberán aportar declara-
ción de funcionamiento mediante la presentación telemática del formu-
lario que el Registro apruebe a tal fin.

La falta de presentación de la declaración de funcionamiento dará lu-
gar a su anotación marginal a efectos informativos.
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TÍTULO IV
Publicidad del Registro de Entidades Religiosas

Artículo 30. Publicidad del Registro
1. El Registro de Entidades Religiosas es público y los ciudadanos tie-

nen derecho a acceder al mismo en los términos establecidos en la nor-
mativa vigente.

2. Los interesados podrán realizar su consulta a través de la sede elec-
trónica del Ministerio de Justicia o por escrito dirigido al Registro de En-
tidades Religiosas en el que, además de los requisitos establecidos en el 
artículo 70 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, deberán especificar 
los documentos concretos a los que se pretenda acceder, siempre que 
correspondan a procedimientos terminados en la fecha de la solicitud.

3. No se admitirá, salvo para su consideración con carácter potestati-
vo, la solicitud de consulta genérica de los expedientes que, en todo caso, 
se ajustará a lo dispuesto en la normativa sobre protección de datos de 
carácter personal.

4. La publicidad formal del Registro se efectúa mediante certificacio-
nes o copias del contenido de los asientos, en la forma establecida en la 
normativa vigente que se ajustará, en todo caso, a los requisitos estable-
cidos en materia de protección de datos de carácter personal.

5. En el traslado de las certificaciones o copias de los asientos a los
que se refieren los artículos siguientes se hará constar a los destinatarios 
la prohibición de crear ficheros con la finalidad exclusiva de almacenar 
datos de carácter personal que revelen la religión o creencias, en los tér-
minos previstos en el artículo 7.4 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

Artículo 31. Certificaciones
1. La certificación será el medio de acreditar fehacientemente el con-

tenido de los asientos y de los documentos depositados en el Registro de 
Entidades Religiosas.

2. Las certificaciones pueden ser positivas o negativas. Las certifica-
ciones positivas son totales o parciales.

3. La certificación total del Registro reproduce íntegramente todos los
asientos practicados en la ficha registral abierta a cada entidad.
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4. La certificación total del protocolo anejo al Registro contiene la re-
producción íntegra de todos los documentos archivados presentados por 
los particulares y relativos a una entidad determinada. En este caso, el 
acceso estará limitado a la propia entidad o persona autorizada por esta, 
sin perjuicio de las competencias que corresponden a las autoridades ju-
diciales y administrativas.

5. En las certificaciones parciales ha de expresarse siempre obligato-
riamente que en lo omitido no hay nada que amplíe, restrinja, modifique 
o condicione lo inserto según se desprende de los asientos del Registro.

Artículo 32. Copia de los asientos
La copia de los asientos, que constituirá un mero traslado de los asien-

tos y datos que figuren en el Registro, se expedirá con indicación del nú-
mero de hojas y de la fecha en que se extienden, y llevará su sello.

Artículo 33. Obtención de certificados y copias de los asientos
1. El solicitante de la certificación o copia de los asientos deberá sumi-

nistrar todas las circunstancias que conozca, a fin de facilitar la búsqueda 
del asiento o del documento. Si los datos proporcionados no permiten 
su localización, se requerirá al interesado para que, en el plazo de diez 
días, aporte los datos imprescindibles con indicación de que, si así no lo 
hiciere, se le tendrá por desistido de su petición, archivándose ésta previa 
resolución dictada en los términos del artículo 42 de la Ley 30/1992 de 26 
de diciembre.

2. Las certificaciones y las copias de los asientos serán expedidas por
el Jefe de Servicio del Registro. La obtención de copias de los asientos 
estará condicionada a la eficacia del funcionamiento del Servicio de con-
formidad con lo previsto en el artículo 37 de la Ley 30/1992, de 26 de no-
viembre.

3. La denegación del acceso a la información solicitada deberá adop-
tarse mediante resolución motivada del titular de la Subdirección Gene-
ral de Relaciones con las Confesiones en el plazo de dos meses desde la 
recepción de la solicitud por el órgano competente para resolver.

4. Contra las resoluciones de la Subdirección General de Relaciones
con las Confesiones procederá el correspondiente recurso de alzada en 
los términos establecidos en el artículo 114 y 115 de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre.
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Artículo 34. Certificaciones sobre la condición de representante legal
En las certificaciones que se expidan para acreditar la representación 

legal de una entidad habrá de constar la fecha de inscripción del repre-
sentante o representantes, indicando expresamente que, con posterio-
ridad a esa fecha, no se ha recibido en el Registro ninguna comunicación 
que modifique la representación de la entidad.

Disposición adicional primera. Convenios de colaboración con las Co-
munidades Autónomas

El Ministerio de Justicia y las comunidades autónomas, en el marco de 
lo dispuesto en sus respectivos Estatutos de Autonomía, podrán firmar 
convenios de colaboración con el objeto de permitir la participación de la 
comunidad autónoma en la gestión del Registro de Entidades Religiosas.

Disposición adicional segunda. Protección de datos de carácter perso-
nal

El tratamiento y archivo electrónico de los datos contenidos en el Re-
gistro de Entidades Religiosas se ajustará a lo establecido en la Ley Or-
gánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter 
Personal. En la anotación de la condición de ministro de culto, la solicitud 
deberá incorporar el consentimiento expreso y por escrito del interesado 
para la inclusión de sus datos en el Registro y la comunicación derivada 
de la publicidad del mismo. En los formularios de inscripción o anotación 
que a tal efecto se aprueben, constará que los solicitantes y los titula-
res de los órganos de representación consienten la inclusión de sus datos 
personales en el Registro y la comunicación derivada de la publicidad del 
mismo.

Disposición adicional tercera. Gestión electrónica de los procedimien-
tos administrativos y depósito de documentación

En el plazo de dos años, desde la entrada en vigor de este real decre-
to, se habilitarán los recursos necesarios para la gestión electrónica de 
los procedimientos administrativos regulados. En tanto se completan los 
procesos necesarios para la presentación en formato y con firma electró-
nicos de la documentación que ha de acompañar a las solicitudes dirigi-
das al Registro, se presentarán en formato no electrónico.

El Registro de Entidades Religiosas sustituirá la conservación material 
de documentación por su almacenamiento mediante medios electróni-
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cos, dotados de garantías suficientes, conforme a lo dispuesto en la Ley 
11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Ser-
vicios Públicos.

Disposición adicional cuarta. Adecuación del Registro a lo dispuesto en 
este real decreto

1. El Registro de Entidades Religiosas dispondrá de dos años, desde
la entrada en vigor de este real decreto, para adecuar su organización 
interna a lo dispuesto en el mismo. En todo caso, la comunicación a las 
entidades inscritas de los nuevos números registrales que se produzcan 
como consecuencia de la informatización del Registro se hará a través del 
Portal corporativo del Ministerio de Justicia.

2. A estos efectos y en el mismo plazo, las entidades inscritas debe-
rán, en su caso, actualizar su situación registral conforme a los procedi-
mientos previstos en este real decreto, en particular, en lo que se refiere 
a la inscripción obligatoria de los representantes legales.

3. Aquellas entidades inscritas que hubieran adaptado su estructura a
la enumeración de entidades inscribibles en el Real Decreto 142/1981, de 
9 de enero, podrán solicitar la modificación de su naturaleza jurídica con-
forme a lo previsto en este real decreto cumplimentando los requisitos 
que en cada caso correspondan sin que ello implique la cancelación de la 
entidad que conservará su número y ficha registral.

Disposición adicional quinta. Declaración de funcionamiento
En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la norma, se 

pondrá a disposición de las entidades inscritas el formulario electrónico 
al que se refiere el artículo 29 de este real decreto, a fin de proceder a la 
primera declaración de funcionamiento y comunicar al Registro los datos 
siguientes: domicilio a efectos de notificaciones, ámbito territorial, telé-
fono y correo electrónico. Transcurrido el plazo sin haber realizado dicha 
comunicación, se procederá, por parte del Registro, a practicar la anota-
ción marginal correspondiente sin perjuicio de su posterior cancelación 
una vez comunicados dichos datos.

Disposición transitoria primera. Normativa aplicable en el período 
transitorio

Las solicitudes de inscripción en el Registro de Entidades Religiosas 
que estuvieren pendientes de resolución en el momento de la entrada en 
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vigor de este real decreto se tramitarán y resolverán según lo dispuesto 
por el Real Decreto 142/1981 de 9 de enero, de Organización y Funciona-
miento del Registro de Entidades Religiosas.

Disposición transitoria segunda. Fundaciones religiosas de la Iglesia 
Católica

Las fundaciones religiosas de la Iglesia Católica seguirán rigiéndose 
por el Real Decreto 589/1984, de 8 de febrero, de Fundaciones de la Igle-
sia Católica, en tanto no se regulen con carácter general las fundaciones 
de las entidades religiosas. Hasta entonces, el Registro mantendrá la Sec-
ción de Fundaciones prevista en dicho real decreto.

Disposición derogatoria única
Quedan derogadas las siguientes normas:
a) El Real Decreto 142/1981, de 9 de enero, sobre Organización y

Funcionamiento del Registro de Entidades Religiosas.
b) El artículo 5 del Real Decreto 1879/1994, de 16 de septiembre, por

el que se aprueban determinadas normas procedimentales en ma-
teria de Justicia e Interior.

c) La Orden de 11 de mayo de 1984 sobre publicidad del Registro de
Entidades Religiosas.

Disposición final primera. Título competencial
El presente real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artí-

culo 149.1.1ª que atribuye al Estado la competencia sobre la regulación 
de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los es-
pañoles en el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de los deberes 
constitucionales.

Disposición final segunda. Normativa supletoria
Lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Ju-

rídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común, se aplicará con carácter supletorio respecto de los procedi-
mientos regulados en este real decreto.
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Disposición final tercera. Gastos de organización y funcionamiento
Las medidas incluidas en esta norma serán atendidas con las disponi-

bilidades presupuestarias y no podrán suponer incremento de dotaciones 
ni de otros gastos de personal.

Disposición final cuarta. Aplicación y desarrollo del real decreto
Se autoriza al Ministro de Justicia para dictar las disposiciones preci-

sas para la aplicación y desarrollo de este real decreto.

Disposición final quinta. Entrada en vigor
Este real decreto entrará en vigor a los tres meses de su publicación en 

el “Boletín Oficial de Estado”.

DERECHO A LA EDUCACIÓN

Real Decreto 126/2014, de 28 de febrero, por el que se establece el 
currículo básico de la Educación Primaria4

Artículo 8. Organización
1. La etapa de Educación Primaria comprende seis cursos académicos, 

que se cursarán ordinariamente entre los seis y los doce años de edad, y 
se organiza en áreas, que tendrán un carácter global e integrador.

2. Los alumnos y alumnas deben cursar las siguientes áreas del bloque 
de asignaturas troncales en cada uno de los cursos:

a) Ciencias de la Naturaleza.
b) Ciencias Sociales.
c) Lengua Castellana y Literatura.
d) matemáticas.
e) Primera Lengua Extranjera.
3. Los alumnos y alumnas deben cursar las siguientes áreas del bloque 

de asignaturas específicas en cada uno de los cursos:
a) Educación Física.

4 BOE núm. 52 de 1 de marzo de 2014.
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b) Religión, o Valores Sociales y Cívicos, a elección de los padres, ma-
dres o tutores legales.

c) En función de la regulación y de la programación de la oferta edu-
cativa que establezca cada Administración educativa y, en su caso, 
de la oferta de los centros docentes, al menos una de las siguientes 
áreas del bloque de asignaturas específicas:
1º Educación Artística.
2º Segunda Lengua Extranjera.
3º. Religión, solo si los padres, madres o tutores legales no la han

escogido en la opción indicada en el apartado 3 b)
4º Valores Sociales y Cívicos, solo si los padres, madres o tutores 

legales no la han escogido en la elección indicada en el aparta-
do 3.b).

4. Los alumnos y alumnas deben cursar el área Lengua Cooficial y Li-
teratura en el bloque de asignaturas de libre configuración autonómica 
en aquellas Comunidades Autónomas que posean dicha lengua cooficial, 
si bien podrán estar exentos de cursar o de ser evaluados de dicha área en 
las condiciones establecidas en la normativa autonómica correspondien-
te. El área Lengua Cooficial y Literatura recibirá un tratamiento análogo 
al del área Lengua Castellana y Literatura.

Además, los alumnos y alumnas podrán cursar una o varias áreas más 
en el bloque de asignaturas de libre configuración autonómica, en fun-
ción de la regulación y de la programación de la oferta educativa que es-
tablezca cada Administración educativa y, en su caso, de la oferta de los 
centros docentes, que podrán ser áreas del bloque de asignaturas especí-
ficas no cursadas, áreas de profundización o refuerzo de las áreas tronca-
les, u otras áreas a determinar.

Entre las áreas a determinar, las Administraciones educativas y en su 
caso los centros podrán ofrecer, entre otras, asignaturas relacionadas 
con el aprendizaje del sistema braille, la tiflotecnología, la autonomía 
personal y las lenguas de signos.

5. El horario lectivo mínimo correspondiente a las asignaturas del blo-
que de asignaturas troncales, computado de forma global para toda la 
Educación Primaria, no será inferior al 50% del total del horario lectivo 
fijado por cada Administración educativa como general para dicha etapa. 
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En este cómputo no se tendrán en cuenta posibles ampliaciones del ho-
rario que se puedan establecer sobre el horario general.

6. Con el fin de facilitar la transición desde la Educación Primaria a la
Educación Secundaria Obligatoria, se prestará una especial atención a la 
coordinación entre ambas etapas para salvar las diferencias pedagógicas 
y organizativas y los desajustes que se puedan producir en el progreso 
académico del alumnado, para lo que se tendrá en cuenta, entre otros 
mecanismos, el informe indicativo del nivel obtenido en la evaluación fi-
nal de etapa.

(...)

Disposición adicional segunda. Enseñanzas de religión
Las enseñanzas de religión se incluirán en la Educación Primaria de 

acuerdo con lo establecido en este real decreto.
Las Administraciones educativas garantizarán que, al inicio del curso, 

los padres, madres o tutores legales y en su caso el alumnado puedan 
manifestar su voluntad de que éstos reciban o no reciban enseñanzas de 
religión.

La determinación del currículo de la enseñanza de religión católica y 
de las diferentes confesiones religiosas con las que el Estado español ha 
suscrito Acuerdos de Cooperación en materia educativa será competen-
cia, respectivamente, de la jerarquía eclesiástica y de las correspondien-
tes autoridades religiosas.

La evaluación de la enseñanza de la religión se realizará de acuerdo 
con lo indicado en el artículo 12 de este real decreto.

(...)

Real Decreto 1105/2014, de 26 de diciembre, por el que se 
establece el currículo básico de la Educación Secundaria 

Obligatoria y del Bachillerato5

(...)

5 BOE núm. 3 de 3 de enero de 2015.
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CAPÍTULO II
Educación Secundaria Obligatoria

(...)

Artículo 13. Organización del primer ciclo de Educación Secundaria 
Obligatoria

1. Los alumnos y alumnas deben cursar las siguientes materias gene-
rales del bloque de asignaturas troncales en los cursos primero y segun-
do:

a) Biología y Geología en primer curso.
b) Física y Química en segundo curso.
c) Geografía e Historia en ambos cursos.
d) Lengua Castellana y Literatura en ambos cursos.
e) Matemáticas en ambos cursos.
f) Primera Lengua Extranjera en ambos cursos.
2. Los alumnos y alumnas deben cursar las siguientes materias gene-

rales del bloque de asignaturas troncales en el curso tercero:
a) Biología y Geología.
b) Física y Química.
c) Geografía e Historia.
d) Lengua Castellana y Literatura.
e) Primera Lengua Extranjera.
Como materia de opción, en el bloque de asignaturas troncales debe-

rán cursar, bien Matemáticas Orientadas a las Enseñanzas Académicas, 
o bien Matemáticas Orientadas a las Enseñanzas Aplicadas, a elección
de los padres, madres o tutores legales o, en su caso, de los alumnos y
alumnas.

3. Los alumnos y alumnas deben cursar las siguientes materias del
bloque de asignaturas específicas en cada uno de los cursos:

a) Educación Física.
b) Religión, o Valores Éticos, a elección de los padres, madres o tuto-

res legales o, en su caso, del alumno o alumna.
c) En función de la regulación y de la programación de la oferta edu-

cativa que establezca cada Administración educativa y, en su caso, 
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de la oferta de los centros docentes, un mínimo de una y un máxi-
mo de cuatro de las siguientes materias del bloque de asignaturas 
específicas, que podrán ser diferentes en cada uno de los cursos:
1º) Cultura Clásica.
2º) Educación Plástica, Visual y Audiovisual.
3º) Iniciación a la Actividad Emprendedora y Empresarial.
4º) Música.
5º) Segunda Lengua Extranjera.
6º) Tecnología.
7º) Religión, sólo si los padres, madres o tutores legales o, en su 

caso, el alumno o alumna no la han escogido en la elección in-
dicada en el apartado 4.b).

8º) Valores Éticos, sólo si los padres, madres o tutores legales o, en 
su caso, el alumno o alumna no la han escogido en la elección 
indicada en el apartado 4.b).

4. Los alumnos y alumnas deben cursar la materia Lengua Cooficial y 
Literatura del bloque de asignaturas de libre configuración autonómica 
en aquellas Comunidades Autónomas que posean dicha lengua coofi-
cial, si bien podrán estar exentos de cursar o de ser evaluados de dicha 
materia en las condiciones establecidas en la normativa autonómica co-
rrespondiente. La materia Lengua Cooficial y Literatura recibirá un trata-
miento análogo al de la materia Lengua Castellana y Literatura.

Además, en función de la regulación y de la programación de la oferta 
educativa que establezca cada Administración educativa y, en su caso, de 
la oferta de los centros docentes, los alumnos y alumnas podrán cursar 
alguna materia más en el bloque de asignaturas de libre configuración 
autonómica, que podrán ser materias del bloque de asignaturas especí-
ficas no cursadas, materias de ampliación de los contenidos de alguna 
de las materias de los bloques de asignaturas troncales o específicas, u 
otras materias a determinar. Estas materias del bloque de asignaturas de 
libre configuración autonómica podrán ser diferentes en cada uno de los 
cursos.

Entre las materias a determinar, las Administraciones educativas y en 
su caso los centros podrán ofrecer, entre otras, materias relacionadas con 
el aprendizaje del sistema braille, la tiflotecnología, la autonomía perso-
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nal, los sistemas aumentativos y alternativos de comunicación, incluidos 
los productos de apoyo a la comunicación oral y las lenguas de signos.

5. El horario lectivo mínimo correspondiente a las materias del bloque 
de asignaturas troncales, computado de forma global para el primer ciclo 
de Educación Secundaria Obligatoria, no será inferior al 50% del total del 
horario lectivo que establezca cada Administración educativa como ge-
neral para dicho primer ciclo.

Artículo 14. Organización de cuarto curso de Educación Secundaria 
Obligatoria

1. Los padres, madres o tutores legales o, en su caso, los alumnos y
alumnas podrán escoger cursar el cuarto curso de la Educación Secunda-
ria Obligatoria por una de las dos siguientes opciones:

a) Opción de enseñanzas académicas para la iniciación al Bachillera-
to.

b) Opción de enseñanzas aplicadas para la iniciación a la Formación
Profesional.

A estos efectos, no serán vinculantes las opciones cursadas en tercer 
curso de Educación Secundaria Obligatoria.

El alumnado deberá poder lograr los objetivos de la etapa y alcanzar el 
grado de adquisición de las competencias correspondientes tanto por la 
opción de enseñanzas académicas como por la de enseñanzas aplicadas.

2. En la opción de enseñanzas académicas, los alumnos y alumnas de-
ben cursar las siguientes materias generales del bloque de asignaturas 
troncales:

a) Geografía e Historia.
b) Lengua Castellana y Literatura.
c) Matemáticas Orientadas a las Enseñanzas Académicas.
d) Primera Lengua Extranjera.
e) En función de la regulación y de la programación de la oferta edu-

cativa que establezca cada Administración educativa y, en su caso, 
de la oferta de los centros docentes, los alumnos y alumnas deben
cursar al menos dos materias de entre las siguientes materias de
opción del bloque de asignaturas troncales:
1º) Biología y Geología.
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2º) Economía.
3º) Física y Química.
4º) Latín.

3. En la opción de enseñanzas aplicadas, los alumnos y alumnas de-
ben cursar las siguientes materias generales del bloque de asignaturas 
troncales:

a) Geografía e Historia.
b) Lengua Castellana y Literatura.
c) Matemáticas Orientadas a las Enseñanzas Aplicadas.
d) Primera Lengua Extranjera.
e) En función de la regulación y de la programación de la oferta edu-

cativa que establezca cada Administración educativa y, en su caso, 
de la oferta de los centros docentes, los alumnos y alumnas deben 
cursar al menos dos materias de entre las siguientes materias de 
opción del bloque de asignaturas troncales:
1º) Ciencias Aplicadas a la Actividad Profesional.
2º) Iniciación a la Actividad Emprendedora y Empresarial.
3º) Tecnología.

4. Los alumnos y alumnas deben cursar las siguientes materias del 
bloque de asignaturas específicas:

a) Educación Física.
b) Religión, o Valores Éticos, a elección de los padres, madres o tuto-

res legales o en su caso del alumno o alumna.
c) En función de la regulación y de la programación de la oferta edu-

cativa que establezca cada Administración educativa y en su caso 
de la oferta de los centros docentes, un mínimo de una y máximo 
de cuatro materias de las siguientes del bloque de asignaturas es-
pecíficas:
1º) Artes Escénicas y Danza.
2º) Cultura Científica.
3º) Cultura Clásica.
4º) Educación Plástica, Visual y Audiovisual.
5º) Filosofía.
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6º) Música.
7º) Segunda Lengua Extranjera.
8º) Tecnologías de la Información y la Comunicación.
9º) Religión, sólo si los padres, madres o tutores legales o en su 

caso el alumno o alumna no la han escogido en la elección in-
dicada en el apartado 4.b).

10º) Valores Éticos, sólo si los padres, madres o tutores legales o 
en su caso el alumno o alumna no la han escogido en la elec-
ción indicada en el apartado 4.b).

11º) Una materia del bloque de asignaturas troncales no cursada 
por el alumno o alumna.

5. Los alumnos y alumnas deben cursar la materia Lengua Cooficial y
Literatura en el bloque de asignaturas de libre configuración autonómica 
en aquellas Comunidades Autónomas que posean dicha lengua cooficial, 
si bien podrán estar exentos de cursar o de ser evaluados de dicha materia 
en las condiciones establecidas en la normativa autonómica correspon-
diente. La materia Lengua Cooficial y Literatura recibirá un tratamiento 
análogo al de la materia Lengua Castellana y Literatura.

Además, en función de la regulación y de la programación de la oferta 
educativa que establezca cada Administración educativa y, en su caso, de 
la oferta de los centros docentes, los alumnos y alumnas podrán cursar 
alguna materia más en el bloque de asignaturas de libre configuración 
autonómica, que podrán ser materias del bloque de asignaturas específi-
cas no cursadas, materias de ampliación de los contenidos de alguna de 
las materias de los bloques de asignaturas troncales o específicas, u otras 
materias a determinar.

Entre las materias a determinar, las Administraciones educativas y en 
su caso los centros podrán ofrecer, entre otras, materias relacionadas con 
el aprendizaje del sistema braille, la tiflotecnología, la autonomía perso-
nal, los sistemas aumentativos y alternativos de comunicación, incluidos 
los productos de apoyo a la comunicación oral y las lenguas de signos.

El horario lectivo mínimo correspondiente a las materias del bloque 
de asignaturas troncales, computado de forma global para el cuarto cur-
so de Educación Secundaria Obligatoria, no será inferior al 50% del total 
del horario lectivo que establezca cada Administración educativa como 
general para dicho curso.
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Las Administraciones educativas y, en su caso, los centros podrán ela-
borar itinerarios para orientar al alumnado en la elección de las materias 
troncales de opción.

(...)

Artículo 21. Evaluación final de Educación Secundaria Obligatoria
1. Al finalizar el cuarto curso, los alumnos y alumnas realizarán una 

evaluación individualizada por la opción de enseñanzas académicas o por 
la de enseñanzas aplicadas, en la que se comprobará el logro de los ob-
jetivos de la etapa y el grado de adquisición de las competencias corres-
pondientes en relación con las siguientes materias:

a) Todas las materias generales cursadas en el bloque de asignaturas 
troncales, salvo Biología y Geología y Física y Química, de las que 
el alumno o alumna será evaluado si las escoge entre las materias 
de opción, según se indica en el párrafo siguiente.

b) Dos de las materias de opción cursadas en el bloque de asignaturas 
troncales, en cuarto curso.

c) Una materia del bloque de asignaturas específicas cursada en cual-
quiera de los cursos, que no sea Educación Física, Religión, o Valo-
res Éticos.

2. Podrán presentarse a esta evaluación aquellos alumnos y alumnas 
que hayan obtenido bien evaluación positiva en todas las materias, o bien 
negativa en un máximo de dos materias siempre que no sean simultánea-
mente Lengua Castellana y Literatura, y Matemáticas. A estos efectos:

1º) La materia Lengua Cooficial y Literatura tendrá la misma conside-
ración que la materia Lengua Castellana y Literatura en aquellas 
Comunidades Autónomas que posean lengua cooficial.

2º) Sólo se computarán las materias que como mínimo el alumno o 
alumna debe cursar en cada uno de los bloques.

3º) En relación con aquellos alumnos y alumnas que cursen Lengua 
Cooficial y Literatura, sólo se computará una materia en el bloque 
de asignaturas de libre configuración autonómica, con indepen-
dencia de que dichos alumnos y alumnas puedan cursar más ma-
terias de dicho bloque.
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4º) Las materias con la misma denominación en diferentes cursos de 
Educación Secundaria Obligatoria se considerarán como materias 
distintas.

3. El Ministerio de Educación, Cultura y Deporte establecerá para todo 
el Sistema Educativo Español las características de las pruebas, y las dise-
ñará y establecerá su contenido para cada convocatoria.

4. La superación de esta evaluación requerirá una calificación igual o
superior a 5 puntos sobre 10.

5. Los alumnos y alumnas podrán realizar la evaluación por cualquiera 
de las dos opciones de enseñanzas académicas o de enseñanzas aplica-
das, con independencia de la opción cursada en cuarto curso de Educa-
ción Secundaria Obligatoria, o por ambas opciones en la misma convoca-
toria. En el caso de que realicen la evaluación por una opción no cursada, 
se les evaluará de las materias requeridas para superar la evaluación final 
por dicha opción que no tuvieran superadas, elegidas por el propio alum-
no dentro del bloque de asignaturas troncales.

6. Los alumnos y alumnas que no hayan superado la evaluación por la
opción escogida, o que deseen elevar su calificación final de Educación 
Secundaria Obligatoria, podrán repetir la evaluación en convocatorias 
sucesivas, previa solicitud. Los alumnos y alumnas que hayan superado 
esta evaluación por una opción podrán presentarse de nuevo a evalua-
ción por la otra opción si lo desean, y, de no superarla en primera con-
vocatoria, podrán repetirla en convocatorias sucesivas, previa solicitud. 
Se tomará en consideración la calificación más alta de las obtenidas en 
las convocatorias que el alumno o alumna haya superado. Se celebrarán 
al menos dos convocatorias anuales, una ordinaria y otra extraordinaria.

No será necesario que se evalúe de nuevo al alumnado que se pre-
sente en segunda o sucesivas convocatorias de las materias que ya haya 
superado, a menos que desee elevar su calificación final.

7. Las Administraciones educativas podrán establecer medidas de
atención personalizada dirigidas a aquellos alumnos y alumnas que, ha-
biéndose presentado a la evaluación final de Educación Secundaria Obli-
gatoria, no la hayan superado.

Los centros docentes, de acuerdo con los resultados obtenidos por 
sus alumnos y en función del diagnóstico e información proporcionados 
por dichos resultados, establecerán medidas ordinarias o extraordinarias 
en relación con sus propuestas curriculares y práctica docente. Estas me-
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didas se fijarán en planes de mejora de resultados colectivos o individua-
les que permitan, en colaboración con las familias y empleando los recur-
sos de apoyo educativo facilitados por las Administraciones educativas, 
incentivar la motivación y el esfuerzo de los alumnos para solventar las 
dificultades.

(...)

CAPÍTULO III
Bachillerato

(...)

Artículo 27. Organización del primer curso de Bachillerato
En la modalidad de Ciencias, los alumnos y alumnas deben cursar las 

siguientes materias generales del bloque de asignaturas troncales:
a) Filosofía.
b) Lengua Castellana y Literatura I.
c) Matemáticas I.
d) Primera Lengua Extranjera I.
e) En función de la regulación y de la programación de la oferta edu-

cativa que establezca cada Administración educativa y, en su caso, 
de la oferta de los centros docentes, al menos dos materias más de 
entre las siguientes materias de opción del bloque de asignaturas 
troncales:
1º) Biología y Geología.
2º) Dibujo Técnico I.
3º) Física y Química.

2. En la modalidad de Humanidades y Ciencias Sociales, los alumnos 
y alumnas deben cursar las siguientes materias generales del bloque de 
asignaturas troncales:

a) Filosofía.
b) Lengua Castellana y Literatura I.
c) Primera Lengua Extranjera I.
d) Para el itinerario de Humanidades, Latín I. Para el itinerario de 

Ciencias Sociales, Matemáticas Aplicadas a las Ciencias Sociales I.
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e) En función de la regulación y de la programación de la oferta edu-
cativa que establezca cada Administración educativa y, en su ca-
so, de la oferta de los centros docentes, al menos dos materias de
entre las siguientes materias de opción del bloque de asignaturas
troncales, organizadas, en su caso, en bloques que faciliten el trán-
sito a la educación superior.
1º) Economía.
2º) Griego I.
3º) Historia del Mundo Contemporáneo.
4º) Literatura Universal.

3. En la modalidad de Artes, los alumnos y alumnas deben cursar las
siguientes materias generales del bloque de asignaturas troncales:

a) Filosofía.
b) Fundamentos del Arte I.
c) Lengua Castellana y Literatura I.
d) Primera Lengua Extranjera I.
e) En función de la regulación y de la programación de la oferta edu-

cativa que establezca cada Administración educativa y, en su ca-
so, de la oferta de los centros docentes, al menos dos materias de
entre las siguientes materias de opción del bloque de asignaturas
troncales:
1º) Cultura Audiovisual I.
2º) Historia del Mundo Contemporáneo.
3º) Literatura Universal.

4. Los alumnos y alumnas deben cursar las siguientes materias del
bloque de asignaturas específicas:

a) Educación Física.
b) En función de la regulación y de la programación de la oferta edu-

cativa que establezca cada Administración educativa y, en su caso, 
de la oferta de los centros docentes, un mínimo de dos y máximo
de tres materias de entre las siguientes:
1º) Análisis Musical I.
2º) Anatomía Aplicada.
3º) Cultura Científica.
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4º) Dibujo Artístico I.
5º) Dibujo Técnico I, salvo que los padres, madres o tutores lega-

les o el alumno o alumna ya hayan escogido Dibujo Técnico I 
en el apartado 1.e).2º).

6º) Lenguaje y Práctica Musical.
7º) Religión.
8º) Segunda Lengua Extranjera I.
9º) Tecnología Industrial I.
10º) Tecnologías de la Información y la Comunicación I.
11º) Volumen.
12º) Una materia del bloque de asignaturas troncales no cursada 

por el alumno o alumna, que será considerada específica a to-
dos los efectos.

5. Los alumnos y alumnas deben cursar la materia Lengua Cooficial y 
Literatura en el bloque de asignaturas de libre configuración autonómica 
en aquellas comunidades autónomas que posean dicha lengua cooficial, 
si bien podrán estar exentos de cursar o de ser evaluados de dicha materia 
en las condiciones establecidas en la normativa autonómica correspon-
diente. La materia Lengua Cooficial y Literatura recibirá un tratamiento 
análogo al de la materia Lengua Castellana y Literatura.

Además, en función de la regulación y de la programación de la oferta 
educativa que establezca cada Administración educativa y, en su caso, de 
la oferta de los centros docentes, los alumnos y alumnas podrán cursar 
alguna materia más en el bloque de asignaturas de libre configuración 
autonómica, que podrán ser materias del bloque de asignaturas especí-
ficas no cursadas, materias de ampliación de los contenidos de alguna 
de las materias de los bloques de asignaturas troncales o específicas, u 
otras materias a determinar. Estas materias del bloque de asignaturas de 
libre configuración autonómica podrán ser diferentes en cada uno de los 
cursos.

Entre las materias a determinar, las Administraciones educativas y en 
su caso los centros podrán ofrecer, entre otras, materias relacionadas con 
el aprendizaje del sistema braille, la tiflotecnología, la autonomía perso-
nal, los sistemas aumentativos y alternativos de comunicación, incluidos 
los productos de apoyo a la comunicación oral, y las lenguas de signos.
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6. El horario lectivo mínimo correspondiente a las materias del bloque 
de asignaturas troncales, computado de forma global para 1º de Bachi-
llerato, no será inferior al 50% del total del horario lectivo que establezca 
cada Administración educativa como general para dicho curso.

Las Administraciones educativas y, en su caso, los centros podrán ela-
borar itinerarios para orientar al alumnado en la elección de las materias 
troncales de opción.

Artículo 28. Organización del segundo curso de Bachillerato
1. En la modalidad de Ciencias, los alumnos y alumnas deben cursar

las siguientes materias generales del bloque de asignaturas troncales:
a) Historia de España.
b) Lengua Castellana y Literatura II.
c) Matemáticas II.
d) Primera Lengua Extranjera II.
e) En función de la regulación y de la programación de la oferta edu-

cativa que establezca cada Administración educativa y, en su caso, 
de la oferta de los centros docentes, al menos dos materias más de 
entre las siguientes materias de opción del bloque de asignaturas
troncales:
1º) Biología.
2º) Dibujo Técnico II.
3º) Física.
4º) Geología.
5º) Química.

2. En la modalidad de Humanidades y Ciencias Sociales, los alumnos
y alumnas deben cursar las siguientes materias generales del bloque de 
asignaturas troncales:

a) Historia de España.
b) Lengua Castellana y Literatura II.
c) Primera Lengua Extranjera II.
d) Para el itinerario de Humanidades, Latín II. Para el itinerario de

Ciencias Sociales, Matemáticas Aplicadas a las Ciencias Sociales II.
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e) En función de la regulación y de la programación de la oferta edu-
cativa que establezca cada Administración educativa y, en su ca-
so, de la oferta de los centros docentes, al menos dos materias de 
entre las siguientes materias de opción del bloque de asignaturas 
troncales, organizadas, en su caso, en bloques que faciliten el trán-
sito a la educación superior:
1º) Economía de la Empresa.
2º) Geografía.
3º) Griego II.
4º) Historia del Arte.
5º) Historia de la Filosofía.

3. En la modalidad de Artes, los alumnos y alumnas deben cursar las 
siguientes materias generales del bloque de asignaturas troncales:

a) Fundamentos del Arte II.
b) Historia de España.
c) Lengua Castellana y Literatura II.
d) Primera Lengua Extranjera II.
e) En función de la regulación y de la programación de la oferta edu-

cativa que establezca cada Administración educativa y, en su ca-
so, de la oferta de los centros docentes, al menos dos materias de 
entre las siguientes materias de opción del bloque de asignaturas 
troncales:
1º) Artes Escénicas.
2º) Cultura Audiovisual II.
3º) Diseño.

4. En función de la regulación y de la programación de la oferta edu-
cativa que establezca cada Administración educativa y, en su caso, de la 
oferta de los centros docentes, los alumnos y alumnas cursarán un mí-
nimo de dos y máximo de tres materias de las siguientes del bloque de 
asignaturas específicas:

a) Análisis Musical II.
b) Ciencias de la Tierra y del Medio Ambiente.
c) Dibujo Artístico II.
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d) Dibujo Técnico II, salvo que los padres, madres o tutores legales o
el alumno o alumna ya hayan escogido Dibujo Técnico II en el apar-
tado 1.e).2º).

e) Fundamentos de Administración y Gestión.
f) Historia de la Filosofía, salvo que los padres, madres o tutores le-

gales o el alumno o alumna ya hayan escogido Historia de la Filo-
sofía en el apartado 2.e).5º).

g) Historia de la Música y de la Danza.
h) Imagen y Sonido.
i) Psicología.
j) Religión.
k) Segunda Lengua Extranjera II.
l) Técnicas de Expresión Gráfico-Plástica.
m) Tecnología Industrial II.
n) Tecnologías de la Información y la Comunicación II.
ñ) Una materia del bloque de asignaturas troncales no cursada por

el alumno o alumna, que será considerada específica a todos los 
efectos.

5. Los alumnos y alumnas deben cursar la materia Lengua Cooficial y
Literatura en el bloque de asignaturas de libre configuración autonómica 
en aquellas comunidades autónomas que posean dicha lengua cooficial, 
si bien podrán estar exentos de cursar o de ser evaluados de dicha materia 
en las condiciones establecidas en la normativa autonómica correspon-
diente. La materia Lengua Cooficial y Literatura recibirá un tratamiento 
análogo al de la materia Lengua Castellana y Literatura.

Además, en función de la regulación y de la programación de la oferta 
educativa que establezca cada Administración educativa y, en su caso, de 
la oferta de los centros docentes, los alumnos y alumnas podrán cursar 
alguna materia más en el bloque de asignaturas de libre configuración 
autonómica, que podrán ser materias del bloque de asignaturas especí-
ficas no cursadas, materias de ampliación de los contenidos de alguna 
de las materias de los bloques de asignaturas troncales o específicas, u 
otras materias a determinar. Estas materias del bloque de asignaturas de 
libre configuración autonómica podrán ser diferentes en cada uno de los 
cursos.

72



Crónica legislativa. España

Laicidad y libertades nº 15 - 2016. Págs. 13 a 108

Entre las materias a determinar, las Administraciones educativas y en 
su caso los centros podrán ofrecer, entre otras, materias relacionadas con 
el aprendizaje del sistema braille, la tiflotecnología, la autonomía perso-
nal, los sistemas aumentativos y alternativos de comunicación, incluidos 
los productos de apoyo a la comunicación oral, y las lenguas de signos.

6. El horario lectivo mínimo correspondiente a las materias del bloque 
de asignaturas troncales, computado de forma global para 2º de Bachi-
llerato, no será inferior al 50% del total del horario lectivo que establezca 
cada Administración educativa como general para dicho curso.

Las Administraciones educativas y, en su caso, los centros podrán ela-
borar itinerarios para orientar al alumnado en la elección de las materias 
troncales de opción.

(...)

Artículo 31. Evaluación final de Bachillerato
1. Los alumnos y alumnas realizarán una evaluación individualizada al 

finalizar Bachillerato, en la que se comprobará el logro de los objetivos de 
esta etapa y el grado de adquisición de las competencias correspondien-
tes en relación con las siguientes materias:

a) Todas las materias generales cursadas en el bloque de asignaturas 
troncales. En el supuesto de materias que impliquen continuidad, 
se tendrá en cuenta sólo la materia cursada en segundo curso.

b) Dos materias de opción cursadas en el bloque de asignaturas tron-
cales, en cualquiera de los cursos. Las materias que impliquen 
continuidad entre los cursos primero y segundo sólo computarán 
como una materia; en este supuesto se tendrá en cuenta sólo la 
materia cursada en segundo curso.

c) Una materia del bloque de asignaturas específicas cursada en cual-
quiera de los cursos, que no sea Educación Física ni Religión.

2. Sólo podrán presentarse a esta evaluación aquellos alumnos y 
alumnas que hayan obtenido evaluación positiva en todas las materias. 
A estos efectos, sólo se computarán las materias que como mínimo el 
alumno o alumna debe cursar en cada uno de los bloques. Además, en 
relación con aquellos alumnos y alumnas que cursen Lengua Cooficial y 
Literatura, sólo se computará una materia en el bloque de asignaturas de 
libre configuración autonómica, con independencia de que los alumnos y 
alumnas puedan cursar más materias de dicho bloque.
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3. El Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, previa consulta a las
comunidades autónomas, establecerá para todo el Sistema Educativo 
Español las características de las pruebas, y las diseñará y establecerá su 
contenido para cada convocatoria.

4. La superación de esta evaluación requerirá una calificación igual o
superior a 5 puntos sobre 10.

Los alumnos y alumnas que no hayan superado esta evaluación, o que 
deseen elevar su calificación final de Bachillerato, podrán repetir la eva-
luación en convocatorias sucesivas, previa solicitud.

Se tomará en consideración la calificación más alta de las obtenidas 
en las convocatorias a las que se haya concurrido.

5. Se celebrarán al menos dos convocatorias anuales, una ordinaria y
otra extraordinaria.

6. En el caso de alumnos y alumnas que deseen obtener el título de
Bachillerato por más de una modalidad, podrán solicitar que se les evalúe 
de las materias generales y de opción de su elección del bloque de asigna-
turas troncales, correspondientes a las modalidades escogidas.

(...)

Disposición adicional tercera. Enseñanzas de religión
1. Las enseñanzas de religión se incluirán en la Educación Secundaria

Obligatoria y el Bachillerato de acuerdo con lo establecido en los artícu-
los 13, 14, 27 y 28 de este real decreto.

2. Las Administraciones educativas garantizarán que, al inicio del cur-
so, los padres, madres o tutores legales y en su caso el alumnado puedan 
manifestar su voluntad de que éstos reciban o no reciban enseñanzas de 
religión.

3. La determinación del currículo de la enseñanza de religión católica
y de las diferentes confesiones religiosas con las que el Estado español ha 
suscrito Acuerdos de Cooperación en materia educativa será competen-
cia, respectivamente, de la jerarquía eclesiástica y de las correspondien-
tes autoridades religiosas.

4. La evaluación de la enseñanza de la religión se realizará de acuerdo 
con lo indicado en los artículos 20 y 30 de este real decreto.

(...).
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RÉGIMEN ECONÓMICO

Ley 13/2015, de 24 de junio, de Reforma de la Ley Hipotecaria 
aprobada por Decreto de 8 de febrero de 1946 y del texto 

refundido de la Ley de Catastro Inmobiliario, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo6

PREÁMBULO
(...)

IV
(...)
El artículo 206 se ocupa de la inmatriculación de las fincas de las Admi-

nistraciones Públicas y las entidades de Derecho público. Es destacable 
la desaparición de la posibilidad que la legislación de 1944-1946 otorgó 
a la Iglesia Católica de utilizar el procedimiento especial que regulaba 
aquel artículo. La autorización para que la Iglesia Católica utilizara aquel 
procedimiento ha de situarse en un contexto socioeconómico muy dife-
rente del actual, influenciado aún por los efectos de las Leyes Desamor-
tizadoras —a las que el Reglamento Hipotecario dedica todavía cuatro 
artículos— y la posterior recuperación de parte de los bienes por la Iglesia 
Católica, en muchos casos sin una titulación auténtica. Pero la desapari-
ción progresiva de las circunstancias históricas a las que respondió su in-
clusión, así como el transcurso de un tiempo suficiente desde la reforma 
del Reglamento Hipotecario de 1998 que ya permitió la inscripción de los 
templos destinados al culto católico, proscrita hasta entonces, unida a la 
facilidad y normalidad actual, en una sociedad desarrollada, con una con-
ciencia exacta del valor de los inmuebles y de su inscripción en el Registro 
de la Propiedad, que posibilita la obtención de una titulación adecuada 
para la inmatriculación de bienes, hacen que se considere que la utiliza-
ción de este procedimiento especial por la Iglesia Católica, teniendo su 
razón de ser indiscutible en el pasado, sea hoy innecesaria.

(...)

6 BOE núm. 151 de 25 de junio de 2015.
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Artículo primero. Modificación de la Ley Hipotecaria en su redacción 
aprobada por Decreto de 8 de febrero de 1946

La Ley Hipotecaria, en su redacción aprobada por decreto de 8 de fe-
brero de 1946, queda modificada como sigue:

(...)
Doce. El artículo 206 queda redactado del siguiente modo:

“1. Las Administraciones Públicas y las entidades de Derecho público 
con personalidad jurídica propia vinculadas o dependientes de cualquiera de 
aquéllas podrán inmatricular los bienes de su titularidad, mediante la apor-
tación de su título escrito de dominio, cuando dispongan de él, junto con 
certificación administrativa librada, previo informe favorable de sus servicios 
jurídicos, por el funcionario a cuyo cargo se encuentre la administración de los 
mismos, acreditativa del acto, negocio o modo de su adquisición y fecha del 
acuerdo del órgano competente para su inclusión en el inventario correspon-
diente o, caso de no existir, fecha del acuerdo de aprobación de la última ac-
tualización del inventario de la que resulte la inclusión del inmueble objeto de 
la certificación con indicación de la referencia o indicador que tenga asignado 
en el mismo, así como de su descripción, naturaleza patrimonial o demanial 
y su destino en el primer caso o su eventual afectación, adscripción o reserva, 
en el segundo.

Asimismo, las entidades referidas deberán aportar certificación ca-
tastral descriptiva y gráfica de la parcela o parcelas catastrales, que se 
corresponda con la descripción literaria y la delimitación geográfica de la 
finca cuya inmatriculación se solicita en la forma establecida en la letra b) 
del artículo 9. Solo en caso de que la finca careciese de certificación ca-
tastral descriptiva y gráfica, podrá aportarse una representación gráfica 
georreferenciada alternativa, la cual deberá corresponderse con la des-
cripción literaria realizada y respetar la delimitación de los colindantes 
catastrales y registrales. A la representación gráfica alternativa deberá 
acompañarse informe del Catastro.

2. En todo caso, será preciso que el Registrador compruebe la falta
de previa inmatriculación de todo o parte del inmueble. Si advirtiera la 
existencia de fincas inscritas coincidentes en todo o en parte, denegará 
la inmatriculación solicitada, previa expedición de certificación de las re-
feridas fincas, que remitirá al organismo interesado junto con la nota de 
calificación.
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3. Practicada la inmatriculación, el Registrador expedirá el edicto a
que se refiere la regla séptima del apartado 1 del artículo 203 con el mis-
mo régimen en ella previsto, incluido el sistema de alertas.

4. Junto al procedimiento registral ordinario, cuando se trate de fincas
propiedad de alguna de las entidades referidas en el apartado 1, podrá 
obtenerse la reanudación del tracto sucesivo interrumpido a través de 
certificación administrativa, expedida con los requisitos señalados en el 
presente artículo, que ponga fin al procedimiento regulado en el aparta-
do 3 del artículo 37 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, de Patrimonio 
de las Administraciones Públicas.

5. Además de ello, mediante certificación administrativa del acto en
que así se disponga, podrán practicarse, en los bienes de titularidad de las 
Administraciones Públicas y de las entidades de Derecho público a que 
refiere el apartado 1 de este artículo, operaciones registrales de agrupa-
ción, división, agregación, segregación, declaración de obra nueva, di-
visión horizontal, constitución de conjuntos inmobiliarios, rectificación 
descriptiva o cancelación, siempre que tales actos no afecten a terceros 
que no hubieran sido citados en el expediente, se cumplan los requisi-
tos establecidos por la legislación sectorial y se aporte la representación 
gráfica catastral de la finca o representación alternativa, en los términos 
previstos en el artículo 10”.

Trece. El artículo 207 queda redactado del siguiente modo:

“Si la inmatriculación de la finca se hubiera practicado con arreglo a lo 
establecido en los números 1.°, 2.°, 3.° y 4.° del artículo 204, el artículo 205 y el 
artículo 206, los efectos protectores dispensados por el artículo 34 de esta Ley 
no se producirán hasta transcurridos dos años desde su fecha. Esta limitación 
se hará constar expresamente en el acta de inscripción, y en toda forma de 
publicidad registral durante la vigencia de dicha limitación”.
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DERECHO MATRIMONIAL

Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria7

(...)

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación
1. La presente Ley tiene por objeto la regulación de los expedientes de

jurisdicción voluntaria que se tramitan ante los órganos jurisdiccionales.
2. Se consideran expedientes de jurisdicción voluntaria a los efectos

de esta Ley todos aquellos que requieran la intervención de un órgano ju-
risdiccional para la tutela de derechos e intereses en materia de Derecho 
civil y mercantil, sin que exista controversia que deba sustanciarse en un 
proceso contencioso.

Artículo 2. Competencia en materia de jurisdicción voluntaria
1. Los Juzgados de Primera Instancia o de lo Mercantil, según el caso,

tendrán competencia objetiva para conocer y resolver los expedientes de 
jurisdicción voluntaria.

2. En los expedientes de jurisdicción voluntaria la competencia terri-
torial vendrá fijada por el precepto correspondiente en cada caso, sin que 
quepa modificarla por sumisión expresa o tácita.

3. El impulso y la dirección de los expedientes corresponderá a los Se-
cretarios judiciales, atribuyéndose al Juez o al Secretario judicial, según el 
caso, la decisión de fondo que recaiga sobre aquellos y las demás resolu-
ciones que expresamente se indiquen por esta Ley.

Cuando no venga atribuida la competencia expresamente a ninguno 
de ellos, el Juez decidirá los expedientes que afecten al interés público, al 
estado civil de las personas, los que precisen la tutela de normas sustan-
tivas o puedan deparar actos de disposición, reconocimiento, creación o 
extinción de derechos subjetivos, así como cuando afecten a los derechos 
de menores o personas con capacidad modificada judicialmente. El resto 
de expedientes serán resueltos por el Secretario judicial.

7 BOE núm. 158 de 3 de julio de 2015.
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Artículo 3. Legitimación y postulación
1. Podrán promover expedientes de jurisdicción voluntaria e inter-

venir en ellos quienes sean titulares de derechos o intereses legítimos o 
cuya legitimación les venga conferida legalmente sobre la materia que 
constituya su objeto, sin perjuicio de los casos en que el expediente pue-
da iniciarse de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal.

2. Tanto los solicitantes como los interesados deberán actuar defendi-
dos por Letrado y representados por Procurador en aquellos expedientes 
en que así lo prevea la presente Ley. No obstante, aun cuando no sea 
requerido por la ley, las partes que lo deseen podrán actuar asistidas o 
representadas por Abogado y Procurador, respectivamente.

En todo caso, será necesaria la actuación de Abogado y Procurador 
para la presentación de los recursos de revisión y apelación que en su ca-
so se interpongan contra la resolución definitiva que se dicte en el expe-
diente, así como a partir del momento en que se formulase oposición.

Artículo 4. Intervención del Ministerio Fiscal
El Ministerio Fiscal intervendrá en los expedientes de jurisdicción vo-

luntaria cuando afecten al estado civil o condición de la persona o esté 
comprometido el interés de un menor o una persona con capacidad mo-
dificada judicialmente, y en aquellos otros casos en que la ley expresa-
mente así lo declare.

Artículo 5. Prueba
El Juez o el Secretario judicial, según quien sea el competente para el 

conocimiento del expediente, decidirá sobre la admisión de los medios 
de prueba que se le propongan, pudiendo ordenar prueba de oficio en los 
casos en que exista un interés público, se afecte a menores o personas 
con capacidad modificada judicialmente, lo estime conveniente para cla-
rificar algún elemento relevante y determinante de la cuestión o expresa-
mente lo prevea la ley.

Artículo 6. Tramitación simultánea o posterior de expedientes o proce-
sos

1. Cuando se tramiten simultáneamente dos o más expedientes con 
idéntico objeto, proseguirá la tramitación del que primero se hubiera ini-
ciado y se acordará el archivo de los expedientes posteriormente incoa-
dos.
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El régimen jurídico contemplado en el presente apartado para los 
expedientes de jurisdicción voluntaria será aplicable también a los expe-
dientes tramitados por Notarios y Registradores en aquellas materias en 
las que la competencia les venga atribuida concurrentemente con la del 
Secretario judicial.

2. No se podrá iniciar o continuar con la tramitación de un expediente
de jurisdicción voluntaria que verse sobre un objeto que esté siendo sus-
tanciado en un proceso jurisdiccional. Una vez acreditada la presentación 
de la correspondiente demanda, se procederá al archivo del expediente, 
remitiéndose las actuaciones realizadas al tribunal que esté conociendo 
del proceso jurisdiccional para que lo incorpore a los autos.

3. Se acordará la suspensión del expediente cuando se acredite la exis-
tencia de un proceso jurisdiccional contencioso cuya resolución pudiese 
afectarle, debiendo tramitarse el incidente de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 43 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Artículo 7. Gastos
Los gastos ocasionados en los expedientes de jurisdicción voluntaria 

serán a cargo del solicitante, salvo que la ley disponga otra cosa.
Los gastos ocasionados por testigos y peritos serán a cargo de quien 

los proponga.

Artículo 8. Carácter supletorio de la Ley de Enjuiciamiento Civil
Las disposiciones de la Ley de Enjuiciamiento Civil serán de aplicación 

supletoria a los expedientes de jurisdicción voluntaria en todo lo no regu-
lado por la presente Ley.

(...)

TÍTULO III
De los expedientes de jurisdicción voluntaria en materia de familia

CAPÍTULO I
De la dispensa del impedimento matrimonial

Artículo 81. Competencia, legitimación y postulación
1. El Juez de Primera Instancia del domicilio o, en su defecto, de la

residencia de cualquiera de los contrayentes será competente para cono-
cer de la solicitud de dispensa de los impedimentos de muerte dolosa del 
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cónyuge o persona con la que hubiera estado unida por análoga relación 
de afectividad a la conyugal y de parentesco para contraer matrimonio 
del grado tercero entre colaterales, previstos en el artículo 48 del Código 
Civil.

2. Deberá promover este expediente el contrayente en quien concu-
rra el impedimento para el matrimonio.

3. En la práctica de estas actuaciones no será preceptiva la interven-
ción de Abogado ni Procurador.

Artículo 82. Solicitud
El expediente se iniciará mediante solicitud dirigida al Juzgado que 

expresará los motivos de índole particular, familiar o social en la que se 
basa, y a la que se acompañarán los documentos y antecedentes necesa-
rios que acrediten la concurrencia de la justa causa exigida por el Código 
Civil para que proceda la dispensa y, en su caso, la proposición de prueba, 
cuya práctica se acordará por el Juez. Si se tratara del impedimento de 
parentesco, en la solicitud se expresará, con claridad el árbol genealógico 
de los contrayentes.

Artículo 83. Tramitación y resolución
1. Admitida a trámite por el Secretario judicial la solicitud, citará a la 

comparecencia a los contrayentes y a aquellos que pudieran estar intere-
sados, quienes serán oídos. Para la dispensa del impedimento de muerte 
dolosa del cónyuge anterior deberá citarse, además, al Ministerio Fiscal. 
En la comparecencia se practicarán las pruebas que hubieren sido pro-
puestas y acordadas.

2. El Juez, teniendo en cuenta la justificación ofrecida, resolverá con-
cediendo o denegando la dispensa del impedimento para el matrimonio.

Artículo 84. Testimonio
En el caso de concesión de la dispensa para el matrimonio, el Secreta-

rio judicial expedirá testimonio que se entregará al solicitante para el uso 
que corresponda.
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CAPÍTULO II
De la intervención judicial en relación con la patria potestad

Sección 1ª
Disposición común

Artículo 85. Tramitación
1. En los expedientes a que se refiere este Capítulo, una vez admitida

la solicitud por el Secretario judicial, éste citará a la comparecencia al so-
licitante, al Ministerio Fiscal, a los progenitores, guardadores o tutores 
cuando proceda, a la persona con capacidad modificada judicialmente, 
en su caso o al menor si tuviere suficiente madurez y, en todo caso, si fue-
re mayor de 12 años. Si el titular de la patria potestad fuese un menor no 
emancipado, se citará también a sus progenitores y, a falta de éstos, a su 
tutor. Se podrá también acordar la citación de otros interesados.

2. El Juez podrá acordar, de oficio o a instancia del solicitante, de los
demás interesados o del Ministerio Fiscal, la práctica durante la compa-
recencia de las diligencias que considere oportunas. Si estas actuaciones 
tuvieran lugar después de la comparecencia, se dará traslado del acta co-
rrespondiente a los interesados para que puedan efectuar alegaciones en 
el plazo de cinco días.

3. No será preceptiva la intervención de Abogado ni de Procurador pa-
ra promover y actuar en estos expedientes.

Sección 2ª
De la intervención judicial en los casos de desacuerdo en el ejercicio de la 

patria potestad

Artículo 86. Ámbito de aplicación, competencia y legitimación
1. Se aplicarán las disposiciones de esta sección cuando el Juez deba

intervenir en los casos de desacuerdo en el ejercicio de la patria potes-
tad ejercitada conjuntamente por los progenitores. También serán de 
aplicación en los casos en que esté legalmente prevista la autorización o 
intervención judicial cuando el titular de la patria potestad fuere un me-
nor de edad no emancipado y hubiere desacuerdo o imposibilidad de sus 
progenitores o tutor.

2. Será competente el Juzgado de Primera Instancia del domicilio o,
en su defecto, de la residencia del hijo. No obstante, si el ejercicio con-
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junto de la patria potestad por los progenitores hubiera sido establecido 
por resolución judicial, será competente para conocer del expediente el 
Juzgado de Primera Instancia que la hubiera dictado.

3. Están legitimados para promover este expediente ambos progeni-
tores, individual o conjuntamente. Si el titular de la patria potestad fuese 
un menor no emancipado, también estarán legitimados sus progenitores 
y, a falta de éstos, su tutor.

Sección 3ª
De las medidas de protección relativas al ejercicio inadecuado de la 

potestad de guarda o de administración de los bienes del menor o persona 
con capacidad modificada judicialmente

Artículo 87. Ámbito de aplicación, competencia y legitimación
1. Se aplicarán las disposiciones de esta Sección para adoptar medidas 

en relación al ejercicio inadecuado de la potestad de guarda de menores 
o personas con capacidad modificada judicialmente o a la administración
de sus bienes en los casos a que se refieren los artículos 158, 164, 165, 167
y 216 del Código Civil. Y en concreto:

a) Para la adopción de las medidas de protección de los menores y de
las personas con capacidad modificada judicialmente establecidas en el 
artículo 158 del Código Civil.

b) Para el nombramiento de un administrador judicial para la adminis-
tración de los bienes adquiridos por el hijo por sucesión en la que el padre, 
la madre o ambos hubieran sido justamente desheredados o no hubieran 
podido heredar por causa de indignidad, y no se hubiera designado por el 
causante persona para ello, ni pudiera tampoco desempeñar dicha fun-
ción el otro progenitor.

c) Para atribuir a los progenitores que carecieren de medios la parte
de los frutos que en equidad proceda de los bienes adquiridos por el hi-
jo por título gratuito cuando el disponente hubiere ordenado de manera 
expresa que no fueran para los mismos, así como de los adquiridos por 
sucesión en que el padre, la madre o ambos hubieran sido justamente 
desheredados o no hubieran podido heredar por causa de indignidad, y 
de aquellos donados o dejados a los hijos especialmente para su educa-
ción o carrera.
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d) Para la adopción de las medidas necesarias para asegurar y pro-
teger los bienes de los hijos, exigir caución o fianza para continuar los 
progenitores con su administración o incluso nombrar un Administrador 
cuando la administración de los progenitores ponga en peligro el patri-
monio del hijo.

2. Será competente el Juzgado de Primera Instancia del domicilio o, 
en su defecto, de la residencia del menor o persona con capacidad mo-
dificada judicialmente. No obstante, si el ejercicio conjunto de la patria 
potestad por los progenitores o la atribución de la guarda y custodia de 
los hijos hubiera sido establecido por resolución judicial, así como cuando 
estuvieran sujetos a tutela será competente para conocer del expediente 
el Juzgado de Primera Instancia que hubiera conocido del inicial.

3. Las medidas a que se refiere este Capítulo se adoptarán de oficio o 
a instancia del propio afectado, de cualquier pariente o del Ministerio Fis-
cal. Cuando se soliciten respecto de una persona con capacidad modifi-
cada judicialmente, podrán adoptarse asimismo a instancia de cualquier 
interesado.

Artículo 88. Resolución
Si el Juez estimare procedente la adopción de medidas, resolverá lo 

que corresponda designando persona o institución que, en su caso, haya 
de encargarse de la custodia del menor o persona con capacidad modi-
ficada judicialmente, adoptará las medidas procedentes en el caso con-
forme a lo establecido en los artículos 158 y 167 del Código Civil, y podrá 
nombrar, si procediere, un defensor judicial o un administrador.

Artículo 89. Actuación en casos de tutela
En los casos de tutela del menor o persona con capacidad modificada 

judicialmente, el Juez que haya conocido del expediente remitirá testi-
monio de la resolución definitiva al que hubiese conocido del nombra-
miento de tutor.
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CAPÍTULO III
De la intervención judicial en los casos de desacuerdo conyugal y en 

la administración de bienes gananciales

Artículo 90. Ámbito de aplicación, competencia, postulación y trami-
tación

1. Se seguirán los trámites regulados en las normas comunes de esta 
Ley cuando los cónyuges, individual o conjuntamente, soliciten la inter-
vención o autorización judicial para:

a) Fijar el domicilio conyugal o disponer sobre la vivienda habitual y 
objetos de uso ordinario, si hubiere desacuerdo entre los cónyu-
ges.

b) Fijar la contribución a las cargas del matrimonio, cuando uno de 
los cónyuges incumpliere tal deber.

c) Realizar un acto de administración respecto de bienes comunes 
por ser necesario el consentimiento de ambos cónyuges, o para 
la realización de un acto de disposición a título oneroso sobre los 
mismos, por hallarse el otro cónyuge impedido para prestarlo o se 
negare injustificadamente a ello.

d) Conferir la administración de los bienes comunes, cuando uno de 
los cónyuges se hallare impedido para prestar el consentimiento o 
hubiere abandonado la familia o existiere separación de hecho.

e) Realizar actos de disposición sobre inmuebles, establecimientos 
mercantiles, objetos preciosos o valores mobiliarios, salvo el dere-
cho de suscripción preferente, si el cónyuge tuviera la administra-
ción y, en su caso, la disposición de los bienes comunes por minis-
terio de la ley o por resolución judicial.

2. En los expedientes sobre atribución de la administración y dispo-
sición de los bienes comunes a uno sólo de los cónyuges, el Juez podrá 
acordar asimismo cautelas y limitaciones, de oficio o a instancia del Mi-
nisterio Fiscal cuando haya de intervenir en el expediente.

3. En los expedientes a que se refieren los dos apartados anteriores 
será competente el Juzgado de Primera Instancia del que sea o hubiera 
sido el último domicilio o residencia de los cónyuges.

No será preceptiva la intervención de Abogado ni de Procurador para 
promover y actuar en estos expedientes, salvo que la intervención judi-
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cial fuera para la realización de un acto de carácter patrimonial con un 
valor superior a 6.000 euros, en cuyo caso será necesario.

4. El Juez oirá en la comparecencia al solicitante, al cónyuge no solici-
tante, en su caso, y a los demás interesados, sin perjuicio de la práctica de 
las demás diligencias de prueba que estime pertinentes.

5. En estos expedientes se dará audiencia al Ministerio Fiscal cuando 
estén comprometidos los intereses de los menores o personas con capa-
cidad modificada judicialmente.

(...)

Disposición adicional primera. Referencias contenidas en la legislación
1. Las referencias que efectúen leyes de fecha anterior a la presente a 

las competencias del Juez en relación con los asuntos de jurisdicción vo-
luntaria, se entenderán hechas al Juez o al Secretario judicial con arreglo 
a lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 2 de esta Ley.

Asimismo, las referencias que figuren en normas de fecha anterior a 
esta Ley relativas a la Ley de Enjuiciamiento Civil en cuanto a asuntos de 
jurisdicción voluntaria, se entenderán hechas a la presente Ley.

2. Las referencias que figuren en normas de fecha anterior a esta Ley a 
separación o divorcio judicial se entenderán hechas a separación o divor-
cio legal. En el mismo sentido las referencias existentes a “separación de 
hecho por mutuo acuerdo que conste fehacientemente” deberán enten-
derse a la separación notarial.

3. Las referencias realizadas en esta Ley al Código Civil o a la legisla-
ción civil deberá entenderse realizada también a las leyes civiles forales o 
especiales allí donde existan.

(...)

Disposición transitoria cuarta. Expedientes de adopción y matrimonia-
les

1. Las adopciones que se inicien hasta la entrada en vigor de la Ley de 
modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia, 
se regirán por las disposiciones de la Ley de Enjuiciamiento Civil aproba-
da por Real Decreto de 3 de febrero de 1881.

2. Los expedientes matrimoniales que se inicien antes del 30 de junio 
de 2017 se seguirán tramitando por el Encargado del Registro Civil con-
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forme a las disposiciones del Código Civil y de la Ley del Registro Civil de 
8 de junio de 1957.

Resuelto favorablemente el expediente matrimonial por el Encargado 
del Registro Civil, el matrimonio se podrá celebrar, a elección de los con-
trayentes, ante:

1º El Juez Encargado del Registro Civil y los Jueces de Paz por delega-
ción de aquél.

2.° El Alcalde del municipio donde se celebre el matrimonio o concejal 
en quien éste delegue.

3º El Secretario judicial o Notario libremente elegido por ambos con-
trayentes que sea competente en el lugar de celebración.

4º El funcionario diplomático o consular Encargado del Registro Civil 
en el extranjero.

La prestación del consentimiento deberá realizarse en la forma pre-
vista en el Código Civil y en la Ley del Registro Civil de 8 de junio de 1957, 
con las especialidades que se establecen en esta disposición.

El matrimonio celebrado ante el Encargado del Registro Civil, Juez de 
Paz, Alcalde o Concejal en quien este delegue o ante el Secretario judicial 
se hará constar en acta; el que se celebre ante Notario constará en escri-
tura pública. En ambos casos deberá ser firmada, además de por aquel 
ante el que se celebra, por los contrayentes y dos testigos.

Extendida el acta o autorizada la escritura pública, se entregará a ca-
da uno de los contrayentes copia acreditativa de la celebración del ma-
trimonio y se remitirá por el autorizante, en el mismo día y por medios 
telemáticos, testimonio o copia autorizada electrónica del documento 
al Registro Civil para su inscripción, previa calificación del Encargado del 
Registro Civil.

Disposición transitoria quinta. Matrimonios celebrados por las confe-
siones religiosas evangélicas, judías e islámicas y por las que hayan ob-
tenido el reconocimiento de notorio arraigo en España

1. Hasta la entrada en vigor de las disposición final quinta de esta ley,
al matrimonio religioso evangélico será de aplicación lo dispuesto en el 
artículo 7 de la Ley 24/1992, de 10 noviembre, por la que se aprueba el 
acuerdo de cooperación del Estado con la Federación de Entidades Reli-
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giosas Evangélicas de España, salvo el apartado 5, que quedará redacta-
do de la forma siguiente:

“5. Una vez celebrado el matrimonio, el ministro de culto oficiante exten-
derá certificación expresiva de la celebración del mismo, con los requisitos 
necesarios para su inscripción y las menciones de identidad de los testigos y 
de las circunstancias del expediente previo que necesariamente incluirán el 
nombre y apellidos del Encargado del Registro Civil o funcionario diplomático 
o consular que la hubiera extendido. Esta certificación se remitirá por medios 
electrónicos, en la forma que reglamentariamente se determine, junto con 
la certificación acreditativa de la condición de ministro de culto, dentro del 
plazo de cinco días al Encargado del Registro Civil competente para su inscrip-
ción. Igualmente extenderá en las dos copias de la resolución diligencia ex-
presiva de la celebración del matrimonio entregando una a los contrayentes y 
conservará la otra como acta de la celebración en el archivo del oficiante o de 
la entidad religiosa a la que representa como ministro de culto”.

2. Hasta la entrada en vigor de las disposición final sexta de esta ley, al 
matrimonio religioso judío será de aplicación lo dispuesto en el artículo 7 
de la Ley 25/1992, de 10 de noviembre, por la que se aprueba el Acuerdo 
de Cooperación del Estado con la Federación de Comunidades Israelitas 
de España, salvo el apartado 5 del artículo 7, que queda redactado de la 
forma siguiente:

“5. Una vez celebrado el matrimonio, el ministro de culto oficiante exten-
derá certificación expresiva de la celebración del mismo, con los requisitos 
necesarios para su inscripción y las menciones de identidad de los testigos 
y de las circunstancias del expediente que necesariamente incluirán el nom-
bre y apellidos del Encargado del Registro Civil o funcionario diplomático o 
consular que la hubiera extendido. Esta certificación se remitirá por medios 
electrónicos, en la forma que reglamentariamente se determine, junto con 
la certificación acreditativa de la condición de ministro de culto, dentro del 
plazo de cinco días al Encargado del Registro Civil competente para su ins-
cripción. Igualmente extenderá en las dos copias de la resolución previa de 
capacidad matrimonial diligencia expresiva de la celebración del matrimonio 
entregando una a los contrayentes y conservará la otra como acta de la ce-
lebración en el archivo del oficiante o de la entidad religiosa que representa 
como ministro de culto”.

3. Hasta la entrada en vigor de las disposición final séptima de esta 
ley, al matrimonio religioso islámico será de aplicación lo dispuesto en el 
artículo 7 de la Ley 26/1992, de 10 de noviembre, por la que se aprueba 
el Acuerdo de Cooperación del Estado con la Comisión Islámica de Espa-
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ña, salvo el apartado 3 del artículo 7, que queda redactado de la forma 
siguiente:

“3. Una vez celebrado el matrimonio, el representante de la Comunidad 
Islámica en que se hubiera contraído aquel extenderá certificación expresiva 
de la celebración del mismo, con los requisitos necesarios para su inscripción 
y las menciones de las circunstancias del expediente que necesariamente in-
cluirán el nombre y apellidos del Encargado del Registro Civil o funcionario 
diplomático o consular que la hubiera extendido. Esta certificación se remiti-
rá por medios electrónicos, en la forma que reglamentariamente se determi-
ne, junto con la certificación acreditativa de la capacidad del representante 
de la Comunidad Islámica para celebrar matrimonios, de conformidad con 
lo previsto en el apartado 1 del artículo 3, dentro del plazo de cinco días al 
Encargado del Registro Civil competente para su inscripción. Igualmente ex-
tenderá en las dos copias de la resolución previa de capacidad matrimonial 
diligencia expresiva de la celebración del matrimonio, entregando una a los 
contrayentes y conservará la otra como acta de la celebración en el archivo 
de la Comunidad”.

4. Hasta la entrada en vigor del artículo 58 bis de la Ley 20/2011, de 
22 de julio, del Registro Civil, la celebración del matrimonio en la forma 
religiosa prevista por las iglesias, confesiones, comunidades religiosas o 
federaciones de las mismas que, inscritas en el Registro de Entidades Re-
ligiosas, hayan obtenido el reconocimiento de notorio arraigo en Espa-
ña, requerirán la resolución previa de capacidad matrimonial. Cumplido 
este trámite, el Encargado del Registro Civil o funcionario diplomático o 
consular que haya intervenido expedirá dos copias de la resolución que 
incluirá, en todo caso, certificación acreditativa del juicio de la capacidad 
matrimonial de los contrayentes, que éstos deberán entregar al ministro 
de culto encargado de la celebración del matrimonio.

El consentimiento deberá prestarse ante un ministro de culto y dos 
testigos mayores de edad. En estos casos, el consentimiento deberá 
prestarse antes de que hayan transcurrido seis meses desde la expedición 
del certificado de capacidad matrimonial.

A estos efectos se consideran ministros de culto a las personas físi-
cas dedicadas, con carácter estable, a las funciones de culto o asistencia 
religiosa y que acrediten el cumplimiento de estos requisitos mediante 
certificación expedida por la iglesia, confesión o comunidad religiosa que 
haya obtenido el reconocimiento de notorio arraigo en España con la 
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conformidad de la Federación que, en su caso, hubiera solicitado dicho 
reconocimiento.

Una vez celebrado el matrimonio, el oficiante extenderá certificación 
expresiva de la celebración del mismo, con los requisitos necesarios para 
su inscripción y las menciones de identidad de los testigos y de las circuns-
tancias del acta previa que necesariamente incluirán el nombre y apelli-
dos del Encargado del Registro Civil o funcionario diplomático o consular 
que la hubiera extendido. Esta certificación se remitirá por medios elec-
trónicos, en la forma que reglamentariamente se determine, junto con la 
certificación acreditativa de la condición de ministro de culto, dentro del 
plazo de cinco días al Encargado del Registro Civil competente para su 
inscripción. Igualmente extenderá en las dos copias de la resolución pre-
via de capacidad matrimonial diligencia expresiva de la celebración del 
matrimonio entregando una a los contrayentes y conservará la otra como 
acta de la celebración en el archivo del oficiante o de la entidad religiosa a 
la que representa como ministro de culto.

(...)

Disposición final primera. Modificación de determinados artículos del 
Código Civil

El Código Civil queda modificado como sigue:
Uno. El artículo 47 queda redactado del siguiente modo:

“Artículo 47. Tampoco pueden contraer matrimonio entre sí:
1. (...)
2. (...)
3. Los condenados por haber tenido participación en la muerte dolosa del 

cónyuge o persona con la que hubiera estado unida por análoga relación de 
afectividad a la conyugal”.

Dos. Se modifica el artículo 48:

“El Juez podrá dispensar, con justa causa y a instancia de parte, mediante 
resolución previa dictada en expediente de jurisdicción voluntaria, los impe-
dimentos de muerte dolosa del cónyuge o persona con la que hubiera estado 
unida por análoga relación de afectividad a la conyugal y de parentesco de 
grado tercero entre colaterales. La dispensa ulterior convalida, desde su ce-
lebración, el matrimonio cuya nulidad no haya sido instada judicialmente por 
alguna de las partes”.

Tres. El artículo 49 queda redactado de la forma siguiente:
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“Cualquier español podrá contraer matrimonio dentro o fuera de España:
1º En la forma regulada en este Código.
2º En la forma religiosa legalmente prevista.
También podrá contraer matrimonio fuera de España con arreglo a la for-

ma establecida por la ley del lugar de celebración”.

Cuatro. Se modifica la rúbrica de la sección segunda del Capítulo III del 
Título IV del Libro I, que pasa a tener la siguiente redacción:

“Sección segunda. De la celebración del matrimonio”

Cinco. El artículo 51 queda redactado del siguiente modo:

“Artículo 51.
La competencia para constatar mediante acta o expediente el cumpli-

miento de los requisitos de capacidad de ambos contrayentes y la inexisten-
cia de impedimentos o su dispensa, o cualquier género de obstáculos para 
contraer matrimonio corresponderá al Secretario judicial, Notario o Encarga-
do del Registro Civil del lugar del domicilio de uno de los contrayentes o al 
funcionario diplomático o consular Encargado del Registro Civil si residiesen 
en el extranjero.

Será competente para celebrar el matrimonio:
1º El Juez de Paz o Alcalde del municipio donde se celebre el matrimonio 

o concejal en quien éste delegue.
2º El Secretario judicial o Notario libremente elegido por ambos contra-

yentes que sea competente en el lugar de celebración.
3º El funcionario diplomático o consular Encargado del Registro Civil en 

el extranjero”.

Seis. El artículo 52 queda redactado del siguiente modo:

“Podrán celebrar el matrimonio del que se halle en peligro de muerte:
1º El Juez de Paz, Alcalde o Concejal en quien delegue, Secretario judicial, 

Notario o funcionario a que se refiere el artículo 51.
2º El Oficial o Jefe superior inmediato respecto de los militares en cam-

paña.
3º El Capitán o Comandante respecto de los matrimonios que se celebren 

a bordo de nave o aeronave.
El matrimonio en peligro de muerte no requerirá para su celebración la 

previa tramitación del acta o expediente matrimonial, pero sí la presencia, 
en su celebración, de dos testigos mayores de edad y, cuando el peligro de 
muerte derive de enfermedad o estado físico de alguno de los contrayentes, 
dictamen médico sobre su capacidad para la prestación del consentimiento y 
la gravedad de la situación, salvo imposibilidad acreditada, sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 65”.
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Siete. El artículo 53 queda redactado del siguiente modo:

“La validez del matrimonio no quedará afectada por la incompetencia o 
falta de nombramiento del Juez de Paz, Alcalde, Concejal, Secretario judicial, 
Notario o funcionario ante quien se celebre, siempre que al menos uno de los 
cónyuges hubiera procedido de buena fe y aquellos ejercieran sus funciones 
públicamente”.

Ocho. El artículo 55 queda redactado del siguiente modo:

“Uno de los contrayentes podrá contraer matrimonio por apoderado, a 
quien tendrá que haber concedido poder especial en forma auténtica, siendo 
siempre necesaria la asistencia personal del otro contrayente.

En el poder se determinará la persona con quien ha de celebrarse el matri-
monio, con expresión de las circunstancias personales precisas para estable-
cer su identidad, debiendo apreciar su validez el Secretario judicial, Notario, 
Encargado del Registro Civil o funcionario que tramite el acta o expediente 
matrimonial previo al matrimonio.

El poder se extinguirá por la revocación del poderdante, por la renuncia 
del apoderado o por la muerte de cualquiera de ellos. En caso de revocación 
por el poderdante bastará su manifestación en forma auténtica antes de la ce-
lebración del matrimonio. La revocación se notificará de inmediato al Secre-
tario judicial, Notario, Encargado del Registro Civil o funcionario que tramite 
el acta o expediente previo al matrimonio, y si ya estuviera finalizado a quien 
vaya a celebrarlo”.

Nueve. El artículo 56 queda redactado del siguiente modo:

“Quienes deseen contraer matrimonio acreditarán previamente en acta o 
expediente tramitado conforme a la legislación del Registro Civil, que reúnen 
los requisitos de capacidad y la inexistencia de impedimentos o su dispensa, 
de acuerdo con lo previsto en este Código.

Si alguno de los contrayentes estuviere afectado por deficiencias menta-
les, intelectuales o sensoriales, se exigirá por el Secretario judicial, Notario, 
Encargado del Registro Civil o funcionario que tramite el acta o expediente, 
dictamen médico sobre su aptitud para prestar el consentimiento”.

Diez. El artículo 57 queda redactado del siguiente modo:

“El matrimonio tramitado por el Secretario judicial o por funcionario con-
sular o diplomático podrá celebrarse ante el mismo u otro distinto, o ante el 
Juez de Paz, Alcalde o Concejal en quien éste delegue, a elección de los con-
trayentes. Si se hubiere tramitado por el Encargado del Registro Civil, el ma-
trimonio deberá celebrarse ante el Juez de Paz, Alcalde o Concejal en quien 
éste delegue, que designen los contrayentes.
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Finalmente, si fuera el Notario quien hubiera extendido el acta matrimo-
nial, los contrayentes podrán otorgar el consentimiento, a su elección, ante el 
mismo Notario u otro distinto del que hubiera tramitado el acta previa, el Juez 
de Paz, Alcalde o Concejal en quien éste delegue”.

Once. El artículo 58 queda redactado del siguiente modo:

“El Juez de Paz, Alcalde, Concejal, Secretario judicial, Notario o funcio-
nario, después de leídos los artículos 66, 67 y 68, preguntará a cada uno de 
los contrayentes si consiente en contraer matrimonio con el otro y si efecti-
vamente lo contrae en dicho acto y, respondiendo ambos afirmativamente, 
declarará que los mismos quedan unidos en matrimonio y extenderá el acta o 
autorizará la escritura correspondiente”.

Doce. El artículo 60 queda redactado del siguiente modo:

“1. El matrimonio celebrado según las normas del Derecho canónico o en 
cualquiera de otras formas religiosas previstas en los acuerdos de coopera-
ción entre el Estado y las confesiones religiosas produce efectos civiles.

2. Igualmente, se reconocen efectos civiles al matrimonio celebrado en la 
forma religiosa prevista por las iglesias, confesiones, comunidades religiosas 
o federaciones de las mismas que, inscritas en el Registro de Entidades Reli-
giosas, hayan obtenido el reconocimiento de notorio arraigo en España.

En este supuesto, el reconocimiento de efectos civiles requerirá el cumpli-
miento de los siguientes requisitos:

a) La tramitación de un acta o expediente previo de capacidad matrimo-
nial con arreglo a la normativa del Registro Civil.

b) La libre manifestación del consentimiento ante un ministro de culto de-
bidamente acreditado y dos testigos mayores de edad.

La condición de ministro de culto será acreditada mediante certificación 
expedida por la iglesia, confesión o comunidad religiosa que haya obtenido el 
reconocimiento de notorio arraigo en España, con la conformidad de la fede-
ración que, en su caso, hubiere solicitado dicho reconocimiento.

3. Para el pleno reconocimiento de los efectos civiles del matrimonio ce-
lebrado en forma religiosa se estará a lo dispuesto en el Capítulo siguiente”.

Trece. El artículo 62 queda redactado del siguiente modo:

“La celebración del matrimonio se hará constar mediante acta o escritura 
pública que será firmada por aquél ante quien se celebre, los contrayentes y 
dos testigos.

Extendida el acta o autorizada la escritura pública, se remitirá por el au-
torizante copia acreditativa de la celebración del matrimonio al Registro Civil 
competente, para su inscripción, previa calificación por el Encargado del mis-
mo”.
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Catorce. El artículo 63 queda redactado del siguiente modo:

“La inscripción del matrimonio celebrado en España en forma religiosa se 
practicará con la simple presentación de la certificación de la iglesia, o confe-
sión, comunidad religiosa o federación respectiva, que habrá de expresar las 
circunstancias exigidas por la legislación del Registro Civil.

Se denegará la práctica del asiento cuando de los documentos presen-
tados o de los asientos del Registro conste que el matrimonio no reúne los 
requisitos que para su validez se exigen en este Título”.

Quince. El artículo 65 queda redactado del siguiente modo:

“En los casos en que el matrimonio se hubiere celebrado sin haberse tra-
mitado el correspondiente expediente o acta previa, si éste fuera necesario, 
el Secretario judicial, Notario, o el funcionario diplomático o consular Encar-
gado del Registro Civil que lo haya celebrado, antes de realizar las actuaciones 
que procedan para su inscripción, deberá comprobar si concurren los requisi-
tos legales para su validez, mediante la tramitación del acta o expediente al 
que se refiere este artículo.

Si la celebración del matrimonio hubiera sido realizada ante autoridad o 
persona competente distinta de las indicadas en el párrafo anterior, el acta 
de aquélla se remitirá al Encargado del Registro Civil del lugar de celebración 
para que proceda a la comprobación de los requisitos de validez, mediante el 
expediente correspondiente. Efectuada esa comprobación, el Encargado del 
Registro Civil procederá a su inscripción”.

Dieciséis. Se modifica el número 3º del artículo 73 que queda redacta-
do del siguiente modo:

“3º El que se contraiga sin la intervención del Juez de Paz, Alcalde o Con-
cejal, Secretario judicial, Notario o funcionario ante quien deba celebrarse, o 
sin la de los testigos”.

Diecisiete. El párrafo primero del artículo 81 queda redactado del si-
guiente modo:

“Se decretará judicialmente la separación cuando existan hijos menores 
no emancipados o con la capacidad modificada judicialmente que dependan 
de sus progenitores, cualquiera que sea la forma de celebración del matrimo-
nio”.

Dieciocho. El artículo 82 queda redactado del siguiente modo:

“1. Los cónyuges podrán acordar su separación de mutuo acuerdo trans-
curridos tres meses desde la celebración del matrimonio mediante la for-
mulación de un convenio regulador ante el Secretario judicial o en escritura 
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pública ante Notario, en el que, junto a la voluntad inequívoca de separarse, 
determinarán las medidas que hayan de regular los efectos derivados de la 
separación en los términos establecidos en el artículo 90. Los funcionarios di-
plomáticos o consulares, en ejercicio de las funciones notariales que tienen 
atribuidas, no podrán autorizar la escritura pública de separación.

Los cónyuges deberán intervenir en el otorgamiento de modo personal, 
sin perjuicio de que deban estar asistidos por Letrado en ejercicio, prestando 
su consentimiento ante el Secretario judicial o Notario. Igualmente los hijos 
mayores o menores emancipados deberán otorgar el consentimiento ante el 
Secretario judicial o Notario respecto de las medidas que les afecten por care-
cer de ingresos propios y convivir en el domicilio familiar.

2. No será de aplicación lo dispuesto en este artículo cuando existan hijos 
menores no emancipados o con la capacidad modificada judicialmente que 
dependan de sus progenitores”.

Diecinueve. El artículo 83 queda redactado del siguiente modo:

“La sentencia o decreto de separación o el otorgamiento de la escritura 
pública del convenio regulador que la determine producen la suspensión de 
la vida común de los casados y cesa la posibilidad de vincular bienes del otro 
cónyuge en el ejercicio de la potestad doméstica.

Los efectos de la separación matrimonial se producirán desde la firmeza 
de la sentencia o decreto que así la declare o desde la manifestación del con-
sentimiento de ambos cónyuges otorgado en escritura pública conforme a lo 
dispuesto en el artículo 82. Se remitirá testimonio de la sentencia o decreto, 
o copia de la escritura pública al Registro Civil para su inscripción, sin que,
hasta que esta tenga lugar, se produzcan plenos efectos frente a terceros de
buena fe”.

Veinte. El artículo 84 queda redactado del siguiente modo:

“La reconciliación pone término al procedimiento de separación y deja 
sin efecto ulterior lo resuelto en él, pero ambos cónyuges separadamente 
deberán ponerlo en conocimiento del Juez que entienda o haya entendido 
en el litigio. Ello no obstante, mediante resolución judicial, serán mantenidas 
o modificadas las medidas adoptadas en relación a los hijos, cuando exista 
causa que lo justifique.

Cuando la separación hubiere tenido lugar sin intervención judicial, en la 
forma prevista en el artículo 82, la reconciliación deberá formalizase en escri-
tura pública o acta de manifestaciones.

La reconciliación deberá inscribirse, para su eficacia frente a terceros, en 
el Registro Civil correspondiente”.
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Veintiuno. El artículo 87 queda redactado del siguiente modo:

“Los cónyuges también podrán acordar su divorcio de mutuo acuerdo 
mediante la formulación de un convenio regulador ante el Secretario judicial 
o en escritura pública ante Notario, en la forma y con el contenido regulado 
en el artículo 82, debiendo concurrir los mismos requisitos y circunstancias 
exigidas en él. Los funcionarios diplomáticos o consulares, en ejercicio de las 
funciones notariales que tienen atribuidas, no podrán autorizar la escritura 
pública de divorcio”.

Veintidós. El artículo 89 queda redactado del siguiente modo:

“Los efectos de la disolución del matrimonio por divorcio se producirán 
desde la firmeza de la sentencia o decreto que así lo declare o desde la mani-
festación del consentimiento de ambos cónyuges otorgado en escritura pú-
blica conforme a lo dispuesto en el artículo 87. No perjudicará a terceros de 
buena fe sino a partir de su respectiva inscripción en el Registro Civil”.

Veintitrés. Se modifica el artículo 90, que queda redactado de la si-
guiente manera:

“1. El convenio regulador a que se refieren los artículos 81, 82, 83, 86 y 
87 deberá contener, al menos y siempre que fueran aplicables, los siguientes 
extremos:

a) El cuidado de los hijos sujetos a la patria potestad de ambos, el ejercicio 
de ésta y, en su caso, el régimen de comunicación y estancia de los hijos con 
el progenitor que no viva habitualmente con ellos.

b) Si se considera necesario, el régimen de visitas y comunicación de los 
nietos con sus abuelos, teniendo en cuenta, siempre, el interés de aquéllos.

c) La atribución del uso de la vivienda y ajuar familiar.
d) La contribución a las cargas del matrimonio y alimentos, así como sus 

bases de actualización y garantías en su caso.
e) La liquidación, cuando proceda, del régimen económico del matrimo-

nio.
f) La pensión que conforme al artículo 97 correspondiere satisfacer, en su 

caso, a uno de los cónyuges.
2. Los acuerdos de los cónyuges adoptados para regular las consecuen-

cias de la nulidad, separación y divorcio presentados ante el órgano judicial 
serán aprobados por el Juez salvo si son dañosos para los hijos o gravemente 
perjudiciales para uno de los cónyuges.

Si las partes proponen un régimen de visitas y comunicación de los nietos 
con los abuelos, el Juez podrá aprobarlo previa audiencia de los abuelos en la 
que estos presten su consentimiento. La denegación de los acuerdos habrá de 
hacerse mediante resolución motivada y en este caso los cónyuges deberán 
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someter, a la consideración del Juez, nueva propuesta para su aprobación, si 
procede.

Cuando los cónyuges formalizasen los acuerdos ante el Secretario judicial 
o Notario y éstos considerasen que, a su juicio, alguno de ellos pudiera ser 
dañoso o gravemente perjudicial para uno de los cónyuges o para los hijos 
mayores o menores emancipados afectados, lo advertirán a los otorgantes 
y darán por terminado el expediente. En este caso, los cónyuges sólo podrán 
acudir ante el Juez para la aprobación de la propuesta de convenio regulador.

Desde la aprobación del convenio regulador o el otorgamiento de la es-
critura pública, podrán hacerse efectivos los acuerdos por la vía de apremio.

3. Las medidas que el Juez adopte en defecto de acuerdo o las convenidas 
por los cónyuges judicialmente, podrán ser modificadas judicialmente o por 
nuevo convenio aprobado por el Juez, cuando así lo aconsejen las nuevas ne-
cesidades de los hijos o el cambio de las circunstancias de los cónyuges. Las 
medidas que hubieran sido convenidas ante el Secretario judicial o en escritu-
ra pública podrán ser modificadas por un nuevo acuerdo, sujeto a los mismos 
requisitos exigidos en este Código.

4. El Juez o las partes podrán establecer las garantías reales o personales 
que requiera el cumplimiento del convenio”.

Veinticuatro. Se modifica el primer párrafo del artículo 95, que pasa a 
quedar redactado de la siguiente manera:

“La sentencia firme, el decreto firme o la escritura pública que formali-
cen el convenio regulador, en su caso, producirán, respecto de los bienes del 
matrimonio, la disolución o extinción del régimen económico matrimonial y 
aprobará su liquidación si hubiera mutuo acuerdo entre los cónyuges al res-
pecto.

Si la sentencia de nulidad declarara la mala fe de uno solo de los cónyuges, 
el que hubiere obrado de buena fe podrá optar por aplicar en la liquidación 
del régimen económico matrimonial las disposiciones relativas al régimen de 
participación y el de mala fe no tendrá derecho a participar en las ganancias 
obtenidas por su consorte”.

Veinticinco. El último párrafo del artículo 97 queda redactado del si-
guiente modo:

“En la resolución judicial o en el convenio regulador formalizado ante el 
Secretario judicial o el Notario se fijarán la periodicidad, la forma de pago, 
las bases para actualizar la pensión, la duración o el momento de cese y las 
garantías para su efectividad”.
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Veintiséis. El artículo 99 queda redactado del siguiente modo:

“En cualquier momento podrá convenirse la sustitución de la pensión fija-
da judicialmente o por convenio regulador formalizado conforme al artículo 
97 por la constitución de una renta vitalicia, el usufructo de determinados bie-
nes o la entrega de un capital en bienes o en dinero”.

Veintisiete. El artículo 100, queda redactado del siguiente modo:

“Fijada la pensión y las bases de su actualización en la sentencia de sepa-
ración o de divorcio, sólo podrá ser modificada por alteraciones en la fortuna 
de uno u otro cónyuge que así lo aconsejen.

La pensión y las bases de actualización fijadas en el convenio regulador 
formalizado ante el Secretario judicial o Notario podrán modificarse median-
te nuevo convenio, sujeto a los mismos requisitos exigidos en este Código”.

Veintiocho. El apartado 2 del artículo 107 queda redactado del si-
guiente modo:

“2. La separación y el divorcio legal se regirán por las normas de la Unión 
Europea o españolas de Derecho internacional privado”.

Veintinueve. El párrafo segundo del artículo 156 queda redactado del 
siguiente modo:

“En caso de desacuerdo, cualquiera de los dos podrá acudir al Juez, quien, 
después de oír a ambos y al hijo si tuviera suficiente madurez y, en todo caso, 
si fuera mayor de doce años, atribuirá la facultad de decidir al padre o a la ma-
dre. Si los desacuerdos fueran reiterados o concurriera cualquier otra causa 
que entorpezca gravemente el ejercicio de la patria potestad, podrá atribuirla 
total o parcialmente a uno de los padres o distribuir entre ellos sus funciones. 
Esta medida tendrá vigencia durante el plazo que se fije, que no podrá nunca 
exceder de dos años”.

Treinta. El último párrafo del artículo 158 queda redactado de la forma 
siguiente:

“Todas estas medidas podrán adoptarse dentro de cualquier proceso civil 
o penal o bien en un expediente de jurisdicción voluntaria”.

Treinta y uno. El artículo 167 queda redactado de la forma siguiente:

“Cuando la administración de los progenitores ponga en peligro el patri-
monio del hijo, el Juez, a petición del propio hijo, del Ministerio Fiscal o de 
cualquier pariente del menor, podrá adoptar las medidas que estime necesa-
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rias para la seguridad y recaudo de los bienes, exigir caución o fianza para la 
continuación en la administración o incluso nombrar un Administrador”.

(...)

Disposición final cuarta. Modificación de la Ley 20/2011, de 21 de julio, 
de Registro Civil

Uno. Los apartados 1, 2, 5, 6, 7, 8, 9, 10 y 12 del artículo 58 quedan 
redactados de la forma siguiente:

“1. El matrimonio en forma civil se celebrará ante el Juez de Paz, Alcalde 
o Concejal en quien éste delegue, Secretario judicial, Notario, o funcionario 
diplomático o consular Encargado del Registro Civil.

2. La celebración del matrimonio requerirá la previa tramitación o instruc-
ción de un acta o expediente a instancia de los contrayentes para acreditar 
el cumplimiento de los requisitos de capacidad y la inexistencia de impedi-
mentos o su dispensa, o cualquier otro obstáculo, de acuerdo con lo previsto 
en el Código Civil. La tramitación del acta competerá al Notario del lugar del 
domicilio de cualquiera de los contrayentes. La instrucción del expediente co-
rresponderá al Secretario judicial o Encargado del Registro Civil del domicilio 
de uno de los contrayentes.

5. El Secretario judicial, Notario o Encargado del Registro Civil oirá a am-
bos contrayentes reservadamente y por separado para cerciorarse de su ca-
pacidad y de la inexistencia de cualquier impedimento. Asimismo, se podrán 
solicitar los informes y practicar las diligencias pertinentes, sean o no pro-
puestas por los requirentes, para acreditar el estado, capacidad o domicilio 
de los contrayentes o cualesquiera otros extremos necesarios para apreciar 
la validez de su consentimiento y la veracidad del matrimonio. Si alguno de 
los contrayentes estuviere afectado por deficiencias mentales, intelectuales 
o sensoriales se exigirá dictamen médico sobre su aptitud para prestar el con-
sentimiento.

De la realización de todas estas actuaciones se dejará constancia en el 
acta o expediente, archivándose junto con los documentos previos a la ins-
cripción de matrimonio.

Pasado un año desde la publicación de los anuncios o de las diligencias 
sustitutorias sin que se haya contraído el matrimonio, no podrá celebrarse 
éste sin nueva publicación o diligencias.

6. Realizadas las anteriores diligencias, el Secretario judicial, Notario o 
Encargado del Registro Civil que haya intervenido finalizará el acta o dictará 
resolución haciendo constar la concurrencia o no en los contrayentes de los 
requisitos necesarios para contraer matrimonio, así como la determinación 
del régimen económico matrimonial que resulte aplicable y, en su caso, la 
vecindad civil de los contrayentes, entregando copia a éstos. La actuación o 
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resolución deberá ser motivada y expresar, en su caso, con claridad la falta de 
capacidad o el impedimento que concurra.

7. Si el juicio del Secretario judicial, Notario o Encargado del Registro Civil 
fuera desfavorable se procederá al cierre del acta o expediente y los interesa-
dos podrán recurrir ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
sometiéndose al régimen de recursos previsto por esta Ley.

8. Resuelto favorablemente el expediente por el Secretario judicial, el ma-
trimonio se podrá celebrar ante el mismo u otro Secretario judicial, Juez de 
Paz, Alcalde o Concejal en quien éste delegue, a elección de los contrayentes. 
Si se hubiere tramitado por el Encargado del Registro Civil, el matrimonio de-
berá celebrarse ante el Juez de Paz, Alcalde o Concejal en quien éste delegue, 
que designen los contrayentes. Finalmente, si fuera el Notario quien hubiera 
extendido el acta matrimonial, los contrayentes podrán otorgar el consenti-
miento, a su elección, ante el mismo Notario u otro distinto del que hubiera 
tramitado el acta previa, el Juez de Paz, Alcalde o Concejal en quien éste dele-
gue. La prestación del consentimiento deberá realizarse en la forma prevista 
en el Código Civil.

El matrimonio celebrado ante Juez de Paz, Alcalde o Concejal en quien 
este delegue o ante el Secretario judicial se hará constar en acta; el que se 
celebre ante Notario constará en escritura pública. En ambos casos deberá 
ser firmada, además de por aquel ante el que se celebra, por los contrayentes 
y dos testigos.

Extendida el acta o autorizada la escritura pública, se entregará a cada 
uno de los contrayentes copia acreditativa de la celebración del matrimonio y 
se remitirá por el autorizante, en el mismo día y por medios telemáticos, tes-
timonio o copia autorizada electrónica del documento al Registro Civil para su 
inscripción, previa calificación del Encargado del Registro Civil.

9. La celebración del matrimonio fuera de España corresponderá al fun-
cionario consular o diplomático Encargado del Registro Civil en el extranjero. 
Si uno o los dos contrayentes residieran en el extranjero, la tramitación del 
expediente previo podrá corresponder al funcionario diplomático o consular 
Encargado del registro civil competente en la demarcación consular donde 
residan. El matrimonio así tramitado podrá celebrarse ante el mismo funcio-
nario u otro distinto, o ante el Juez de Paz, Alcalde o Concejal en quien éste 
delegue, a elección de los contrayentes.

10. Cuando el matrimonio se hubiere celebrado sin haberse tramitado el
correspondiente expediente o acta previa, si éste fuera necesario, el Secreta-
rio judicial, Notario, o el funcionario Encargado del Registro Civil que lo haya 
celebrado, antes de realizar las actuaciones que procedan para su inscripción, 
deberá comprobar si concurren los requisitos legales para su validez, median-
te la tramitación del acta o expediente al que se refiere este artículo.

Si la celebración del matrimonio hubiera sido realizada ante autoridad o 
persona competente distinta de las indicadas en el párrafo anterior, el acta 
de aquélla se remitirá al Encargado del Registro Civil del lugar de celebración 
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para que proceda a la comprobación de los requisitos de validez, mediante el 
expediente correspondiente. Efectuada esa comprobación, el Encargado del 
Registro Civil procederá a su inscripción.

12. Si los contrayentes hubieran manifestado su propósito de contraer 
matrimonio en el extranjero, con arreglo a la forma establecida por la ley del 
lugar de celebración o en forma religiosa y se exigiera la presentación de un 
certificado de capacidad matrimonial, lo expedirá el Secretario judicial, No-
tario, Encargado del Registro Civil o funcionario consular o diplomático del 
lugar del domicilio de cualquiera de los contrayentes, previo expediente ins-
truido o acta que contenga el juicio del autorizante acreditativo de la capaci-
dad matrimonial de los contrayentes”.

Dos. El apartado 1 del artículo 58 bis queda redactado del siguiente 
modo:

“1. Para la celebración del matrimonio en la forma religiosa prevista en 
el Acuerdo entre el Estado español y la Santa Sede sobre Asuntos Jurídicos y 
en los Acuerdos de cooperación del Estado con las confesiones religiosas se 
estará a lo dispuesto en los mismos.

2. En los supuestos de celebración del matrimonio en la forma religiosa 
prevista por las iglesias, confesiones, comunidades religiosas o federaciones 
de las mismas que, inscritas en el Registro de Entidades Religiosas, hayan ob-
tenido el reconocimiento de notorio arraigo en España, requerirán la trami-
tación de un acta o expediente previo de capacidad matrimonial conforme 
al artículo anterior. Cumplido este trámite, el Secretario judicial, Notario, En-
cargado del Registro Civil o funcionario diplomático o consular Encargado del 
Registro Civil que haya intervenido expedirá dos copias del acta o resolución, 
que incluirá, en su caso, el juicio acreditativo de la capacidad matrimonial de 
los contrayentes, que éstos deberán entregar al ministro de culto encargado 
de la celebración del matrimonio.

El consentimiento deberá prestarse ante un ministro de culto y dos testi-
gos mayores de edad. En estos casos, el consentimiento deberá prestarse an-
tes de que hayan transcurrido seis meses desde la fecha del acta o resolución 
que contenga el juicio de capacidad matrimonial. A estos efectos se conside-
ran ministros de culto a las personas físicas dedicadas, con carácter estable, 
a las funciones de culto o asistencia religiosa y que acrediten el cumplimiento 
de estos requisitos mediante certificación expedida por la iglesia, confesión o 
comunidad religiosa que haya obtenido el reconocimiento de notorio arraigo 
en España, con la conformidad de la federación que en su caso hubiera solici-
tado dicho reconocimiento.

Una vez celebrado el matrimonio, el oficiante extenderá certificación 
expresiva de la celebración del mismo, con los requisitos necesarios para su 
inscripción y las menciones de identidad de los testigos y de las circunstancias 
del expediente o acta previa que necesariamente incluirán el nombre y apelli-
dos del Secretario judicial, Notario, Encargado del Registro Civil o funcionario 
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diplomático o consular que la hubiera extendido, la fecha y número de proto-
colo en su caso. Esta certificación se remitirá por medios electrónicos, en la 
forma que reglamentariamente se determine, junto con la certificación acre-
ditativa de la condición de ministro de culto, dentro del plazo de cinco días 
al Encargado del Registro Civil competente para su inscripción. Igualmente 
extenderá en las dos copias del acta o resolución previa de capacidad ma-
trimonial diligencia expresiva de la celebración del matrimonio entregando 
una a los contrayentes y conservará la otra como acta de la celebración en el 
archivo del oficiante o de la entidad religiosa a la que representa como minis-
tro de culto”.

Tres. El artículo 59 pasa a tener la siguiente redacción:

“Artículo 59. Inscripción del matrimonio
1. El matrimonio cuyos requisitos se hayan constatado y celebrado según 

el procedimiento previsto en el artículo 58 se inscribirá en los registros indivi-
duales de los contrayentes.

2. El matrimonio celebrado ante autoridad extranjera accederá al Regis-
tro Civil español mediante la inscripción de la certificación correspondiente, 
siempre que tenga eficacia con arreglo a lo previsto en la presente Ley.

3. El matrimonio celebrado en España en forma religiosa accederá al Re-
gistro Civil mediante la inscripción de la certificación emitida por el ministro 
de culto, conforme a lo previsto en el artículo 63 del Código Civil.

4. Practicada la inscripción, el Encargado del Registro Civil pondrá a dis-
posición de cada uno de los contrayentes certificación de la inscripción del 
matrimonio.

5. La inscripción hace fe del matrimonio y de la fecha y lugar en que se
contrae y produce el pleno reconocimiento de los efectos civiles del mismo 
frente a terceros de buena fe”.

Cuatro. Se modifica el artículo 60.

“Artículo 60. Inscripción del régimen económico del matrimonio
1. Junto a la inscripción de matrimonio se inscribirá el régimen económico 

matrimonial legal o pactado que rija el matrimonio y los pactos, resoluciones 
judiciales o demás hechos que puedan afectar al mismo.

2. Cuando no se presenten escrituras de capitulaciones se inscribirá como 
régimen económico matrimonial legal el que fuera supletorio de conformi-
dad con la legislación aplicable. Para hacer constar en el Registro Civil expre-
samente el régimen económico legal aplicable a un matrimonio ya inscrito 
cuando aquél no constase con anterioridad y no se aporten escrituras de capi-
tulaciones será necesaria la tramitación de un acta de notoriedad.

Otorgada ante Notario escritura de capitulaciones matrimoniales, deberá 
éste remitir en el mismo día copia autorizada electrónica de la escritura pú-
blica al Encargado del Registro Civil correspondiente para su constancia en 
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la inscripción de matrimonio. Si el matrimonio no se hubiera celebrado a la 
fecha de recepción de la escritura de capitulaciones matrimoniales, el Encar-
gado del Registro procederá a su anotación en el registro individual de cada 
contrayente.

3. En las inscripciones que en cualquier otro Registro produzcan las capi-
tulaciones y demás hechos que afecten al régimen económico matrimonial, 
se expresarán los datos de su inscripción en el Registro Civil.

4. Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 1333 del Código Civil, en nin-
gún caso el tercero de buena fe resultará perjudicado sino desde la fecha de 
la inscripción del régimen económico matrimonial o de sus modificaciones”.

Cinco. El artículo 61 queda redactado del siguiente modo:

“Artículo 61. Inscripción de la separación, nulidad y divorcio
El Secretario judicial del Juzgado o Tribunal que hubiera dictado la resolu-

ción judicial firme de separación, nulidad o divorcio deberá remitir en el mis-
mo día o al siguiente hábil y por medios electrónicos testimonio de la misma 
a la Oficina General del Registro Civil, la cual practicará de forma inmediata la 
correspondiente inscripción. Las resoluciones judiciales que resuelvan sobre 
la nulidad, separación y divorcio podrán ser objeto de anotación hasta que 
adquieran firmeza.

La misma obligación tendrá el Notario que hubiera autorizado la escritura 
pública formalizando un convenio regulador de separación o divorcio.

Las resoluciones judiciales o las escrituras públicas que modifiquen las ini-
cialmente adoptadas o convenidas también deberán ser inscritas en el Regis-
tro Civil. Las resoluciones sobre disolución de matrimonio canónico, dictadas 
por autoridad eclesiástica reconocida, se inscribirán si cumplen los requisitos 
que prevé el ordenamiento jurídico”.

(...)
Diez. La disposición final quinta de la Ley del Registro Civil queda re-

dactada como sigue:

“Disposición final quinta. Tasas municipales
Se añade un apartado 5 al artículo 20 del texto refundido de la Ley regula-

dora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, 
de 5 de marzo, con la siguiente redacción:

5. Los Ayuntamientos podrán establecer una tasa para la celebración de 
los matrimonios en forma civil”.

Once. Se añade una disposición final quinta bis, con la siguiente re-
dacción:

“Disposición final quinta bis. Aranceles notariales

103



Fernando Amérigo

Laicidad y libertades nº 15 - 2016. Págs. 13 a 108

El Gobierno aprobará los aranceles correspondientes a la intervención de 
los Notarios en la tramitación de las actas matrimoniales previas y por la ce-
lebración de matrimonios en forma civil con la autorización de las escrituras 
públicas correspondientes”.

(...)

Disposición final quinta. Modificación de Ley 24/1992, de 10 de noviem-
bre, por la que se aprueba el acuerdo de cooperación del Estado con la 
Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de España

Los apartados 2 y 5 del artículo 7 quedan redactados de la forma si-
guiente:

“2. Las personas que deseen contraer matrimonio en la forma prevista en 
el párrafo anterior promoverán acta o expediente previo al matrimonio ante 
el Secretario judicial, Notario, Encargado del Registro Civil o funcionario di-
plomático o consular Encargado del Registro Civil correspondiente conforme 
a la Ley del Registro Civil”.

“5. Una vez celebrado el matrimonio, el ministro de culto oficiante exten-
derá certificación expresiva de la celebración del mismo, con los requisitos ne-
cesarios para su inscripción y las menciones de identidad de los testigos y de 
las circunstancias del acta o expediente previo que necesariamente incluirán 
el nombre y apellidos del Secretario judicial, Notario, Encargado del Registro 
Civil o funcionario diplomático o consular que la hubiera extendido, la fecha 
y número de protocolo en su caso. Esta certificación se remitirá por medios 
electrónicos, en la forma que reglamentariamente se determine, junto con 
la certificación acreditativa de la condición de ministro de culto, dentro del 
plazo de cinco días al Encargado del Registro Civil competente para su inscrip-
ción. Igualmente extenderá en las dos copias del acta o resolución diligencia 
expresiva de la celebración del matrimonio entregando una a los contrayen-
tes y conservará la otra como acta de la celebración en el archivo del oficiante 
o de la entidad religiosa a la que representa como ministro de culto”.

Disposición final sexta. Modificación de la Ley 25/1992, de 10 de no-
viembre, por la que se aprueba el Acuerdo de Cooperación del Estado 
con la Federación de Comunidades Israelitas de España

Uno. Se modifica el Título de esta Ley que pasa a ser “Ley 25/1992, de 
10 de noviembre, por la que se aprueba el Acuerdo de Cooperación del 
Estado con la Federación de Comunidades Judías de España”.

Dos. Los apartados 2 y 5 del artículo 7 quedan redactados de la forma 
siguiente:
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“2. Las personas que deseen contraer matrimonio en la forma prevista en 
el párrafo anterior promoverán acta o expediente previo al matrimonio ante 
el Secretario judicial, Notario, Encargado del Registro Civil o funcionario di-
plomático o consular Encargado del Registro Civil correspondiente conforme 
a la Ley del Registro Civil”.

“5. Una vez celebrado el matrimonio, el ministro de culto oficiante exten-
derá certificación expresiva de la celebración del mismo, con los requisitos 
necesarios para su inscripción y las menciones de identidad de los testigos y 
de las circunstancias del expediente acta previa que necesariamente incluirán 
el nombre y apellidos del Secretario judicial, Notario, Encargado del Registro 
Civil o funcionario diplomático o consular que la hubiera extendido, la fecha 
y número de protocolo en su caso. Esta certificación se remitirá por medios 
electrónicos, en la forma que reglamentariamente se determine, junto con 
la certificación acreditativa de la condición de ministro de culto, dentro del 
plazo de cinco días al Encargado del Registro Civil competente para su inscrip-
ción. Igualmente extenderá en las dos copias del acta o resolución previa de 
capacidad matrimonial diligencia expresiva de la celebración del matrimonio 
entregando una a los contrayentes y conservará la otra como acta de la ce-
lebración en el archivo del oficiante o de la entidad religiosa que representa 
como ministro de culto”.

Tres. Se añade una nueva disposición adicional cuarta con la siguiente 
redacción:

“Disposición adicional cuarta. Denominación de la Federació.
Por acuerdo de las partes se procede a sustituir el nombre de Federación 

de Comunidades Israelitas de España por el de Federación de Comunidades 
Judías de España, que será utilizado en lo sucesivo.

Las referencias realizadas a la Federación de Comunidades Israelitas de 
España en este Acuerdo de Cooperación del Estado con la Federación de Co-
munidades Israelitas de España, así como las que figuren en otras normas de-
berán entenderse hechas a la Federación de Comunidades Judías de España”.

Disposición final séptima. Modificación de la Ley 26/1992, de 10 de no-
viembre, por la que se aprueba el Acuerdo de Cooperación del Estado 
con la Comisión Islámica de España

Los apartados 2 y 3 del artículo 7 quedan redactados de la forma si-
guiente:

“2. Las personas que deseen inscribir el matrimonio celebrado en la forma 
prevista en el número anterior, deberán acreditar previamente su capacidad 
matrimonial, mediante copia del acta o resolución previa expedida por el Se-
cretario judicial, Notario, Encargado del Registro Civil o funcionario diplomá-
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tico o consular Encargado del Registro Civil conforme a la Ley del Registro 
Civil y que deberá contener, en su caso, juicio acreditativo de la capacidad 
matrimonial. No podrá practicarse la inscripción si se hubiera celebrado el 
matrimonio transcurridos más de seis meses desde la fecha de dicho acta o 
desde la fecha de la resolución correspondiente.

3. Una vez celebrado el matrimonio, el representante de la Comunidad 
Islámica en que se hubiera contraído aquel extenderá certificación expresiva 
de la celebración del mismo, con los requisitos necesarios para su inscripción 
y las menciones de las circunstancias del expediente o acta previa que ne-
cesariamente incluirán el nombre y apellidos del Secretario judicial, Notario, 
Encargado del Registro Civil o funcionario diplomático o consular que la hu-
biera extendido, la fecha y número de protocolo en su caso. Esta certificación 
se remitirá por medios electrónicos, en la forma que reglamentariamente se 
determine, junto con la certificación acreditativa de la capacidad represen-
tante de la Comunidad Islámica para celebrar matrimonios, de conformidad 
con lo previsto en el apartado 1 del artículo 3, dentro del plazo de cinco días 
al Encargado del Registro Civil competente para su inscripción. Igualmente 
extenderá en las dos copias del acta o resolución previa de capacidad ma-
trimonial diligencia expresiva de la celebración del matrimonio, entregando 
una a los contrayentes y conservará la otra como acta de la celebración en el 
archivo de la Comunidad”.

(...)

Disposición final undécima. Modificación de la Ley de 28 de mayo de 
1862, del Notariado

(...)

CAPÍTULO II
De las actas y escrituras públicas en materia matrimonial

Sección 1ª 
Del acta matrimonial y de la escritura pública de celebración del 

matrimonio

Artículo 51
1. Los que vayan a contraer matrimonio para el que se precise acta 

en la que se constate el cumplimiento de los requisitos de capacidad de 
ambos contrayentes, la inexistencia de impedimentos o su dispensa, o 
cualquier género de obstáculos para contraer matrimonio, deberán ins-
tar previamente su tramitación ante el Notario que tenga su residencia 
en el lugar del domicilio de cualquiera de ellos.
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2. La solicitud, tramitación y autorización del acta se ajustarán a lo
dispuesto en el artículo 58 de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro 
Civil y, en lo no previsto, en esta Ley.

Artículo 52
1. Si el acta fuera favorable a la celebración del matrimonio, este se

llevará a cabo ante el Notario que haya intervenido en la tramitación de 
aquélla mediante el otorgamiento de escritura pública en la que hará 
constar todas las circunstancias establecidas en la Ley del Registro Civil 
y su reglamento.

2. Cuando los contrayentes, en la solicitud inicial o durante la trami-
tación del acta, hayan solicitado que la prestación del consentimiento se 
realice ante Juez de Paz, Alcalde o Concejal en quien este delegue u otro 
Notario, se remitirá copia del acta al oficiante elegido, el cual se limitará 
a celebrar el matrimonio y levantará acta u otorgará escritura pública, 
según proceda, con todos los requisitos legalmente exigidos.

3. Si el matrimonio se celebrase en peligro de muerte, el Notario otor-
gará escritura pública donde se recoja la prestación del consentimiento 
matrimonial, previo dictamen médico sobre su aptitud para prestar éste 
y sobre la gravedad de la situación cuando el riesgo se derive de enfer-
medad o estado físico de alguno de los contrayentes, salvo imposibilidad 
acreditada. Con posterioridad, el Notario procederá a la tramitación del 
acta de comprobación de los requisitos de validez del matrimonio.

Sección 2ª
Del acta de notoriedad para la constancia del régimen económico 

matrimonial legal

Artículo 53
1. Quienes deseen hacer constar expresamente en el Registro Civil el

régimen económico matrimonial legal que corresponda a su matrimonio 
cuando este no constare con anterioridad deberán solicitar la tramitación 
de un acta de notoriedad al Notario con residencia en cualquiera de los 
domicilios conyugales que hubieran tenido, o en el domicilio o residencia 
habitual de cualquiera de los cónyuges, o donde estuvieran la mayor par-
te de sus bienes o donde desarrollen su actividad laboral o empresarial, a 
elección del requirente. También podrá elegir a un Notario de un distrito 
colindante a los anteriores.
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2. La solicitud de inicio del acta deberá ir acompañada de los docu-
mentos acreditativos de identidad y domicilio del requirente. Deberá 
acreditarse con información del Registro Civil la inexistencia de un régi-
men económico matrimonial inscrito.

Los solicitantes deberán aseverar la certeza de los hechos positivos 
y negativos en que se deba fundar el acta, aportarán la documentación 
que estimen conveniente para la determinación de los hechos y deberán 
acompañar los documentos acreditativos de su vecindad civil en el mo-
mento de contraer matrimonio y, en caso de no poder hacerlo, deberán 
ofrecer información de, al menos, dos testigos que aseguren la realidad 
de los hechos de los que se derive la aplicación del régimen económico 
matrimonial legal.

3. Ultimadas las anteriores diligencias, el Notario hará constar su jui-
cio de conjunto sobre si quedan acreditados por notoriedad los hechos y, 
si considera suficientemente acreditado el régimen económico legal del 
matrimonio, remitirá, en el mismo día y por medios telemáticos, copia 
electrónica del acta al Registro Civil correspondiente. En caso contrario, 
el Notario cerrará igualmente el acta y los interesados no conformes po-
drán ejercer su derecho en el juicio que corresponda.

Sección 3ª
De la escritura pública de separación matrimonial o divorcio

Artículo 54
1. Los cónyuges, cuando no tuvieren hijos menores no emancipados 

o con la capacidad modificada judicialmente que dependan de ellos, po-
drán acordar su separación matrimonial o divorcio de mutuo acuerdo, 
mediante la formulación de un convenio regulador en escritura pública. 
Deberán prestar su consentimiento ante el Notario del último domicilio 
común o el del domicilio o residencia habitual de cualquiera de los solici-
tantes.

2. Los cónyuges deberán estar asistidos en el otorgamiento de la es-
critura pública de Letrado en ejercicio.

3. La solicitud, tramitación y otorgamiento de la escritura pública se 
ajustarán a lo dispuesto en el Código Civil y en esta ley.

(...)
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